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EFECTOS JURÍDICOS EN EL RÉGIMEN DE INHABILIDADES E 

INCOMPATIBILIDADES DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL EN COLOMBIA POR 

SENTENCIAS CONDENATORIAS PROFERIDAS EN EL EXTERIOR (2014-2017) 

 

INTRODUCCION 

La contratación estatal es un modo de gestión que involucra la afectación del patrimonio de 

la Nación y los recursos públicos. Es así como la confianza legítima en el proceso de contratación 

y la actividad del contratista estatal, de acuerdo a las calidades otorgadas por el inciso 3 del artículo 

123 de la Constitución Política, y el inciso 2 del artículo 210 del mismo instrumento, como 

colaboradores de la administración; y la transparencia en la consecución del interés general, hace 

necesaria la ejecución de operaciones destinadas a la prevención y sanción de los actos de 

corrupción que pudieren acaecer en el escenario público. 

En este sentido, el hecho de perder la confianza en el proceso de contratación, o en sus 

agentes, involucra el acaecimiento de riesgos de la propia actividad contractual, con afectaciones 

de tipo legal, financiero, y de opinión, llevando consigo la transgresión del sistema de recursos 

públicos y la ilegitimidad de las instituciones. Así las cosas, debido a que se trata de un fenómeno 

de implicaciones transnacionales, es posible evidenciar que existe una opinión pública que 

desacredita los actos de corrupción y que desaprueba la gestión de agentes que falten a la 

transparencia propia de la naturaleza de un proceso de contratación estatal. Además, la cooperación 

internacional constituye un frente de combate, generando sistemas internacionales de prevención 

y sanción contra los actos corruptos. 

En este orden de ideas, es válido afirmar que la corrupción en la contratación estatal tiene 

mecanismos de control y erradicación, siempre que medie la voluntad de los Estados y la 
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responsabilidad política y social, pero, sobre todo, el asentamiento de normas fortalecidas con la 

jurisprudencia y la doctrina. Y así, las entidades públicas involucradas no solo serán las regidas 

por la Ley 80 de 1993, sino también, aquellas con manuales propios de contratación, ya que en 

ambas modalidades existe la aplicación imperativa de los principios de la contratación pública y el 

régimen de inhabilidades e incompatibilidades, estipulados en la Carta Magna y en la Ley 80 de 

1993. De igual modo, se hará veeduría de los servidores públicos, funcionarios de nivel directivo, 

asesor o ejecutivo, o sus homólogos, quienes fueren delegados en la celebración de contratos, 

particulares que cumplen función pública, personas naturales, jurídicas, consorcios, uniones 

temporales, entidades sin ánimo de lucro que suministran sus servicios a los organismos y 

entidades, abogados y a la comunidad en general; pues este fenómeno, no solo en Colombia, sino 

a nivel transnacional, es un obstáculo para el desarrollo de una adecuada dinámica económica, 

social y jurídica, generándose un aumento en el nivel de pobreza, y ocasionando la promoción de 

la ineficiencia, el desequilibrio y la falta de credibilidad del Estado. 

De ahí la importancia de la actividad investigativa en la materia; por cuanto la contratación 

pública debe tener controles estrictos, pero sobre todo puntuales, y contemplar sanciones drásticas 

derivadas de procedimientos delictivos. Así, todo acto de corrupción debe contar con precisiones 

claras y concretas en el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, especialmente,  en relación 

a las personas jurídicas extranjeras, o del representante legal de las mismas, o de quienes hacen 

parte de su junta directiva, o socios sobre los que exista una condena ejecutoriada colombiana o 

extranjera, a fin de determinar su situación en la participación de un procedimiento de selección 

desarrollado por una entidad estatal colombiana, evitando dejar estos criterios a la interpretación 

temeraria, que atiende los intereses políticos y económicos de los implicados en la comisión de los 

actos de corrupción. De esta forma, la presente monografía aporta elementos normativos y 
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doctrinales, con el objetivo de precisar el aspecto mencionado anteriormente, ya que el 

ordenamiento jurídico no tiene claridad al respecto.  

Por lo tanto, esta investigación halló su justificación en el hecho de que fue necesario, 

pertinente y útil, establecer la procedencia de la inhabilidad contemplada en el artículo 31  de la 

Ley 1778 de 2016 por sentencias condenatorias proferidas en el extranjero, por incurrir en la 

comisión de ilícitos, calificados como delitos contra la administración pública colombiana, o por 

soborno transnacional -con excepción de los delitos culposos-, por cuanto no existe documento que 

describa y analice la pertinencia de  la misma, lo cual denota la conveniencia e importancia del 

desarrollo del tema.  

En consecuencia, se tiene por objeto dotar a los profesionales del derecho, de los elementos 

y medios cognoscitivos y epistemológicos para afrontar las etapas precontractuales, contractuales 

y poscontractuales de la contratación estatal en las entidades públicas, mediante nuevos conceptos 

jurídicos, esbozados en el contenido de esta monografía. Asimismo, se beneficiará a todas las 

entidades públicas, que adjudican, suscriben, ejecutan, terminan y liquidan contratos estatales, que 

se rigen tanto por el derecho público como por el derecho privado; a la comunidad universitaria en 

general, contratistas, aseguradoras y abogados litigantes; incluso a las entidades que cuentan con 

régimen especial de contratación, no sujetas a Ley 80 de 1993.  

Así las cosas, se suscita una discusión sobre la corrupción en la contratación estatal, 

partiendo del soborno trasnacional, que es una de sus manifestaciones de más auge en la actualidad, 

tomando aportes del derecho internacional, penal, administrativo y de la contratación estatal 

propiamente dicha, para permitir un mejor entendimiento de las inhabilidades e incompatibilidades, 

relacionadas con sentencias condenatorias proferidas en el exterior.  

Dicha discusión permitió plantear un problema que inicia en los escenarios político y 

económico, donde la sociedad actual ha otorgado poder de soberanía a instancias internacionales. 
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Sin embargo, uno de los fenómenos que más se ha globalizado es el de la corrupción, que, a partir 

de su naturaleza, parte de representar un problema nacional, para transmutarse en el estandarte de 

una crisis supranacional. Así las cosas, interviene un mecanismo de prevención y corrección 

denominado cooperación internacional. 

Dicho de ese modo, la corrupción se posiciona como un riesgo considerablemente grande 

para el equilibrio estatal, ya que amenaza con ocasionar variaciones perjudiciales en la política, la 

economía, la constitucionalidad, y la función pública; hay un decrecimiento de la confianza 

legítima de los asociados en el Estado, se suprime la credibilidad de las políticas públicas, y se 

genera una conmoción social. 

Siendo un asunto transversal en el desarrollo ineficiente de las instituciones estatales, la 

corrupción disminuye los índices de inversión, genera el aumento de costos, impide el flujo normal 

del comercio internacional, e incrementa el valor de bienes y servicios, que ya no detentan la misma 

calidad. Así, el escenario más propicio para el desarrollo de la corrupción es la contratación estatal, 

comprometiendo gravemente la gestión del patrimonio y del erario. 

Es por ello que la celebración corrupta de contratos deriva en el beneficio particular de 

algunos sujetos. Sin embargo, es posible configurar normativamente las denominadas 

inhabilidades e incompatibilidades, que representan un obstáculo para contratar con el Estado. De 

este modo, el literal j, del numeral 1, del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, que fue modificado por 

el artículo 1 de la Ley 1474 de 2011 prescribe las inhabilidades en la participación de licitaciones 

y celebración de contratos: “las personas que hayan sido declaradas responsables judicialmente 

por la comisión de delitos contra la Administración Pública cuya pena sea privativa de la libertad 

o soborno transnacional”, además, que dicha inhabilidad “se extenderá a las sociedades en las 

que sean socias tales personas, a sus matrices y a sus subordinadas”. Además, cuando la 

inhabilidad o incompatibilidad se presente luego de haber celebrado el contrato, será operante o la 
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cesión del mismo a un tercero, claramente, con aquiescencia de la entidad, o la renuncia en su 

desarrollo. Ahora bien, cuando la inhabilidad se genera en la etapa de exposición de propuestas, 

operará la renuncia tácita del proponente (Ley 80 de 1993, artículo 9). 

Del mismo modo, ya haciendo referencia al campo del Derecho Internacional, Colombia ha 

acogido como Estado instrumentos internacionales, que además de contribuir al desarrollo de la 

cooperación internacional en favor de la lucha contra la corrupción, deben ser sujetos de una 

interpretación sistemática con el ordenamiento jurídico interno, a fin de establecer con claridad sus 

efectos e implicaciones en el territorio nacional.  

A modo de ilustración, la Ley 412 de 1997, que aprobó la Convención Iberoamericana 

contra la Corrupción, suscrita en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996, y que fue declarada 

exequible por la Corte Constitucional, por medio de la sentencia C-397 de 1998, no tipifica delitos, 

aspecto que corresponde realizar, de manera autónoma, a la legislación de cada país. Sin embargo, 

en el artículo 6 se define la realización de ciertas conductas específicas como actos de corrupción. 

Igualmente, se encuentra la Ley 970 de 2005, que aprobó la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción (adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas), y que 

fue declarada exequible por la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-172 de 2006. El 

artículo 16 de la mencionada convención establece que “cada Estado Parte adoptará las medidas 

legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 

intencionalmente el soborno de funcionarios públicos nacionales” (artículo 15), “el soborno de 

funcionarios públicos extranjeros y de funcionarios de organizaciones internacionales públicas” 

(artículo 16) “y soborno en el sector privado” (artículo 21). 

A su turno, la Ley 1573 de 2012, que aprobó la Convención para Combatir el Cohecho de 

Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, y que fue 

declarada exequible por la Corte Constitucional, se refiere al delito de cohecho de servidores 
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públicos extranjeros, como un acto referido al "propósito de obtener o de quedarse con un negocio 

o de cualquier otra ventaja indebida en el manejo de negocios internacionales" (Convención para 

Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 

Internacionales, 1997). 

En virtud de lo descrito anteriormente, la Ley 1778 de 2016, tuvo como finalidad acoger 

las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 

y darle cumplimiento a la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos 

Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales; instrumento internacional adoptado por 

la OCDE en 1997 e incorporado al derecho interno a través de la Ley 1573 de 2011, declarada 

exequible por la Corte Constitucional con ocasión a la sentencia C-944 de 2012. Dicha Convención 

establece obligaciones para el Estado Colombiano, como, por ejemplo, la relativa al ajuste del 

ordenamiento jurídico interno en favor de la rigurosidad de las sanciones impuestas a las personas, 

naturales o jurídicas que incidan en la comisión de actos de soborno transnacional. 

La Ley 1778 de 2016, que modificó la Ley 1474 de 2011, a su vez, modifica varias normas 

de la Ley 80 de 1993, relacionadas con el régimen de inhabilidades en la contratación con las 

entidades públicas. En tal sentido, la norma busca subsanar las deficiencias señaladas por la OCDE, 

luego de la evaluación del ordenamiento colombiano, respecto de la lucha contra la corrupción, la 

cual se encuentra recogida, principalmente, en los artículos 30 y 34 de la Ley 1474 de 2011 

(Estatuto Anticorrupción) y en el artículo 433 del Código Penal. 

Para cumplir con esa finalidad, la Ley 1778 de 2016 estipula un régimen administrativo, 

cuya fuerza sancionatoria está orientada a las personas jurídicas que incidan en la comisión de actos 

de soborno transnacional, y a las personas naturales que las beneficien, y ajusta y complementa el 

tipo penal de soborno transnacional, previsto en el artículo 433 del Código Penal. De esta manera, 

se observa una modificación consistente en señalar que la inhabilidad para celebrar contratos con 
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el Estado se configura no solo por incurrir en delitos contra la administración pública sino, también, 

por la comisión de "cualquiera de los delitos o faltas contemplados por la ley 1474 de 2011 y sus 

normas modificatorias". En tales condiciones, la inhabilidad también se configuraría en relación 

con la persona que sea declarada responsable de los delitos establecidos en el capítulo segundo de 

la Ley 1474 de 2011, entre los que se encuentran el de “corrupción privada” (artículo 16), 

“soborno transnacional” (artículo 30), “ejecución de acto arbitrario e injustificado contra otro 

servidor público que haya denunciado hechos de corrupción” (artículo 43) y las “faltas gravísimas 

del interventor” (artículo 45). 

Ahora bien, en razón del principio de territorialidad de la ley, esas conductas delictivas 

deben haberse cometido en el territorio nacional, bien sea por una persona nacional o extranjera, 

tal como prevé el artículo 14 del Código Penal. Sin embargo, es necesario aclarar que en virtud del 

artículo 16, inciso 1 del mismo Código, modificado por el artículo 22 de la Ley 1121 de 2006, que 

regula la figura de la extraterritorialidad, la ley penal colombiana, excepcionalmente, se aplica a 

las personas que cometan en el extranjero, entre otros, delitos contra la administración pública de 

Colombia, circunstancia que no se configura en el caso que se analiza. 

Un segundo supuesto de la inhabilidad, introducido por la Ley 1778 de 2016, está referido 

a la declaratoria de responsabilidad penal por "cualquiera de las conductas delictivas contempladas 

por las convenciones o tratados de lucha contra la corrupción suscritos y ratificados por 

Colombia". En ese sentido, debe señalarse que no resulta preciso ni explícito si esos delitos son 

solo los cometidos en el país o si pueden haber sido cometidos en el exterior; y así, el artículo 31 

de la Ley 1778 de 2016 no señala con claridad, que la inhabilidad allí prevista se refiera a los delitos 

contemplados en los instrumentos internacionales en favor de lucha contra la corrupción, suscritos 

y ratificados por Colombia, cometidos en el exterior. De ahí que, para desentrañar el sentido de la 

norma, sea válido acudir a múltiples criterios. 



10 
 

A partir de lo anterior, fue posible establecer el objeto de estudio sobre el cuál se basó la 

presente investigación, así como las categorías epistemológicas que guiaron el proceso científico, 

lo que dio como resultado la formulación del problema: ¿Qué efectos jurídicos tienen las sentencias 

condenatorias proferidas en el exterior, sobre el régimen de incompatibilidades e inhabilidades de 

la contratación estatal en Colombia, entre 2014 y 2017? 

De este modo, se procedió al cumplimiento de los objetivos específicos, como lo eran: 

revisar y sistematizar el marco internacional de prevención y los regímenes sancionatorios 

supranacionales contra los actos de corrupción; delimitar los principios colombianos, 

constitucionales y legales, relativos a la prevención y sanción de la corrupción en procesos de 

contratación estatal; revisar la normatividad referente a la contratación pública en Colombia; 

establecer los efectos de las sentencias condenatorias proferidas en territorio extranjero para 

Colombia; señalar los antecedentes del artículo 31 de la Ley 1778 de 2016; e identificar las 

características de la inhabilidad prevista en el artículo 31 de la Ley 1778 de 2016. 

En adición, se elaboró un estudio de caso, respecto de las sentencias proferidas en el 

exterior, con ocasión de actos de corrupción cometidos en procesos de contratación pública, 

definiendo el valor investigativo de esta monografía en las irregularidades derivadas de dos 

contratos estatales: 

a) Contrato otorgado por la Corporación Autónoma Regional del Magdalena 

(Cormagdalena) al consorcio Navelena S.A.S., del que la firma brasileña Odebrecht era 

socio mayoritario, para recuperar la navegabilidad del río Magdalena, entre los 

municipios de Puerto Salgar (Cundinamarca) y Bocas de Ceniza con una longitud 

aproximada de 908 km. Adjudicación contractual hecha a Navelena S.A.S. por medio 

de licitación pública, en el proceso n.° 001 del 15 de agosto de 2014. 
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b) Contrato de costos reembolsables para la modernización de la refinería de Cartagena 

(Reficar), adjudicado a la empresa estadounidense Chicago Bridge & Iron (CB&I), a 

través del cual la refinería entró en operación en noviembre de 2015, 27 meses después 

de la fecha pactada, y luego de hacer caso omiso a la disposición del CONPES acerca 

de suscribir un contrato llave en mano y no de costos reembolsables. 

Realizado lo anterior, fue posible el logro del objetivo general de esta investigación, que 

correspondía a determinar los efectos jurídicos de las sentencias condenatorias proferidas en el 

exterior, con ocasión a las conductas punibles establecidas en el artículo 31 de la Ley 1778 de 2016, 

sobre el régimen de incompatibilidades e inhabilidades de la contratación estatal en Colombia, 

entre 2014 y 2017.  

Ahora bien, respondiendo hipotéticamente a la pregunta problémica de investigación, se 

estableció que con la aplicación de la disposición contemplada en el artículo 31 de la Ley 1778 de 

2016, relativa a la inhabilidad para proponer y contratar con entidades del Estado colombiano,  por 

parte de personas naturales o jurídicas que sean condenadas por incurrir en cualquiera de los hechos 

ilícitos, calificados como delitos contra la administración pública colombiana, o por el delito de 

soborno transnacional, se presenta una disparidad de conceptos en relación con determinar el 

resultado jurídico, devenido de una sentencia proferida en el exterior o en territorio colombiano; 

es decir, si existiendo una relación entre las sentencias condenatorias proferidas en el exterior, y la 

prevención y sanción por la comisión de conductas punibles establecidas en el artículo 31 de la 

Ley 1778 de 2016, efectivamente podrían establecerse efectos jurídicos del derecho extranjero 

sobre el régimen de incompatibilidades e inhabilidades de la contratación estatal colombiana.  

Paralelamente, la estrategia metodológica de esta monografía partió de un enfoque socio 

jurídico, ya que se estudia un problema de naturaleza jurídica, en un escenario meramente social, 
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con orientación a determinar la condicionalidad social del derecho mismo, de las normas, la 

jurisprudencia y las instituciones. 

Por tanto, es una investigación cualitativa, en la que se aborda un problema específico que, 

con base en el estado del arte rastreado, cuenta con pocos antecedentes teóricos. Se realiza entonces 

la identificación de un problema, la indicación de una tendencia, la señalización de la correlación 

entre categorías investigativas derivadas del objeto de estudio, y el establecimiento de un 

precedente para procesos futuros de contratación estatal o de investigación sobre ella, que involucre 

la proposición de una postura de acción sistemática. 

De este modo, se analizaron aspectos de doctrina, normas y jurisprudencia con el fin de 

proyectar conclusiones y una propuesta de carácter jurídico -que se definirá al final de este 

documento-, que apoya la formulación de un concepto general o imperante, a partir de la aplicación 

de la inhabilidad descrita en el artículo 31 de la Ley 1778 de 2016. Además, se evaluaron recursos 

de opinión pública, como son los resultados de actividades periodísticas serias, a nivel nacional e 

internacional; todo aquello que permitiera establecer un carácter crítico y unificado en la 

investigación. 

Por consiguiente, en el desarrollo de la presente monografía, se llevó a cabo el método 

hermenéutico, a través del cual se descompuso el objeto en varias categorías que contribuyeron a 

la organización de la información, a la delimitación del material esencial, al análisis de la estructura 

misma del objeto, y al enriquecimiento epistemológico. Así, fue más sencillo determinar el 

conocimiento que se tiene sobre todas y cada una de las categorías, como un todo, estableciendo 

nexos entre ellas a través del análisis y obteniendo una unidad investigativa. 
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La metodología que se desarrolló implicó una recolección de información respecto de las 

diversas posiciones con relación a la procedencia de la inhabilidad la Ley 1778 de 2016, haciendo 

énfasis en la búsqueda de la vía epistemológica más apropiada, acerca de la posibilidad de proponer 

o contratar con entidades estatales colombianas para aquellas personas naturales o jurídicas, 

condenadas en Colombia o en el extranjero, con ocasión a la comisión de al menos uno de los 

hechos ilícitos, que califican como delitos contra la administración pública colombiana (cuya pena 

sea privativa de la libertad), o con ocasión al delito de soborno transnacional. 

De igual forma se establecieron etapas de desarrollo teórico y conceptual, así como una 

metodología deductiva para establecer el análisis de la mencionada inhabilidad contractual y, 

finalmente, se hizo una confrontación entre el desarrollo metodológico y la aparente contradicción 

normativa en el tratamiento de esta inhabilidad y en su restricción o no en el contrato estatal. 

De igual manera, también se desarrolló un estudio de caso, a fin de darle sentido al enfoque 

socio jurídico propio de esta monografía. Así, tomando una postura activa en la dinámica del 

conocimiento, se obtuvo un instrumento de interpretación, en forma de propuesta, suficiente para 

transformar la realidad social. 

De este modo, se aplicó un diseño de investigación cualitativa, basado en la observación 

como conocimiento de la realidad, basado en un estudio de caso, establecido por la dinámica de 

los dos contratos estatales mencionados a priori. Por tanto, se llevó a cabo un proceso de 

indagación de examen detallado y sistemático, con el propósito de comprobar una hipótesis 

propuesta; se realizó un examen que derivó en hechos; se relataron los detalles de los procesos 

contractuales en cuestión y se obtuvo una teoría firme, no basada en conjeturas, logrando una 

ponderación evaluativa capaz de establecer juicios de valor. 
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Con todo, la presente monografía divide su contenido en tres capítulos, cada uno de los cuales 

responde epistemológicamente a la consecución del objetivo general. El primer capítulo trata de la 

prevención y sanción de los actos de corrupción, tocando temas como la aplicación de los regímenes 

supranacionales en Colombia y los parámetros oficiales de control de corrupción en el país. Por su 

parte, el segundo capítulo hace referencia a los efectos de las sentencias condenatorias proferidas en 

territorio extranjero; donde a través de una operación de inferencia a partir de las teorías de Friedrich 

Karl von Savigny, Antoine Pillet y Pasquale Stanislao Mancini, y a partir de un análisis de la 

extraterritorialidad de la jurisprudencia, se logra determinar el impacto de las sentencias condenatorias 

proferidas en el exterior, sobre el régimen colombiano de inhabilidades e incompatibilidades de la 

contratación estatal. Finalmente, el tercer capítulo corresponde al estudio de caso sobre dos procesos 

de contratación estatal: desde la adjudicación contractual y desembolso irregular de créditos para la 

Navegabilidad del río Magdalena. Cormagdalena - Navelena S.A.S., hasta las inconsistencias en la 

contratación y peculado en la Refinería de Cartagena. Reficar - Chicago Bridge & Iron (CB&I). 
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CAPÍTULO I. PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LOS ACTOS DE CORRUPCIÓN 

1.1. Aplicación de regímenes supranacionales en Colombia 

La obra de Álvarez Álvarez & Escobar Osorio (2016), titulada “Antecedentes y bien 

jurídico del soborno transnacional en Colombia” expone el material legislativo e instrumentos 

internacionales que traten asuntos del soborno transnacional en Colombia. De este modo, la 

cooperación internacional en la prevención y sanción del soborno transnacional encuentra su 

fundamento en convenios y tratados internacionales, que incluso se han incorporado en la 

legislación interna de algunos países. Por lo tanto, la imposición de sanciones para este tipo de 

actos corruptos cobra importancia, en defensa del sistema político democrático de Colombia. 

Con ocasión a esta tendencia, el legislador tipificó el delito de soborno transnacional en el 

artículo 433 de la Ley 599 del 2000, además de los instrumentos internacionales aprobados y 

ratificados, respecto a la lucha contra la corrupción en el desarrollo de transacciones comerciales 

de rango internacional, que a lo largo de este capítulo se analizarán. 

Por su parte, Vargas Carreño (2000), en la “Convención Interamericana contra la 

Corrupción” pone de manifiesto que dicho instrumento, suscrito en Caracas el 29 de marzo de 

1996, entró a regir el 6 de marzo de 1997; y al 10 de abril del 2000 ya la habían suscrito 26 Estados, 

18 de los cuales fueron parte en virtud del depósito del instrumento correspondiente. El interés 

inicial entre los Estados americanos sobre esta Convención fue de gran importancia, y el apoyo 

político ha ido aumentando a través del tiempo. Este instrumento es el primer tratado internacional 

referente a la lucha contra la corrupción. Sin embargo, existen otras iniciativas en el derecho 

internacional, que abren paso a la consecución del interés general, en defensa de los actos de 

corrupción. Así, la Asamblea General de Naciones Unidas, adoptó importantes resoluciones, en el 

año de 1996; el Consejo de Europa, orienta todas sus fuerzas socio jurídicas en la elaboración de 
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una convención europea correspondiente a dicho asunto; y en 1997, con ayuda de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo (OCDE), se acogió una convención de combate contra el 

soborno transnacional acaecido a manos de funcionarios públicos extranjeros. De igual forma, en 

la Organización de los Estados Americanos, la Convención de Caracas, de 1996, constituye la base 

del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción. 

Del mismo modo, en el libro de López (2003) “Normas y políticas internacionales contra 

la corrupción”, se establece que los países asumen políticas internacionales de prevención y 

control de la corrupción. Políticas con orientación primaria al sector gubernamental, de manera que 

se proporciona a los gobiernos unos marcos de referencia aplicables en la disminución de la 

corrupción de sus instituciones y funcionarios públicos. Las normas internacionales comprenden 

las medidas que los gobiernos deben adoptar y aplicar en su jurisdicción, la naturaleza y 

competencia de instituciones que previenen y persiguen los actos de corrupción, los mecanismos 

de solución de conflictos entre funcionarios públicos, que afecten la transparencia de la 

contratación estatal, el control del lavado de activos, etc. 

En el mismo sentido, se señalan dos de los principales instrumentos internacionales en la 

materia: la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) y la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUCC). Asimismo, el autor expone las políticas 

internacionales contra la corrupción, en el escenario axiológico de los funcionarios públicos, la 

participación civil, y los mecanismos de control (López, 2003). 

Finalmente, se tiene que el ejercicio del derecho internacional respecto de la lucha contra 

la corrupción, independientemente del instrumento del cual se trate, tiende a la promoción de la 

cooperación entre Estados para la lucha contra la corrupción, lo cual respondería, en esencia, a 

imperativos éticos, procesos de modernización del Estado, y fortalecimiento de la democracia. 
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Ahora bien, resulta necesario establecer el concepto de soborno transnacional, asunto sobre 

el cual la doctrina ha establecido que dicha conducta corresponde al ofrecimiento o entrega de 

dinero, bienes, beneficios, prerrogativas o dádivas a un funcionario público de un Estado 

extranjero, con el objetivo de que este realice, por acción u omisión, un acto de naturaleza 

económica o comercial, en virtud de su posición en el proceso contractual (Manfroni, 2005). 

De igual forma, el artículo de, Álvarez Álvarez & Escobar Osorio (2016) titulado 

“Antecedentes y bien jurídico del soborno transnacional en Colombia”, expone el material 

legislativo e instrumentos internacionales que tratan asuntos del soborno transnacional en 

Colombia. De este modo, la cooperación internacional para la prevención y la sanción del soborno 

transnacional encuentra su fundamento en convenios y tratados internacionales, que incluso se han 

incorporado en la legislación interna de algunos países. Por lo tanto, la imposición de sanciones 

para este tipo de actos corruptos cobra importancia, en defensa del sistema político democrático de 

Colombia. 

Aunado a lo anterior, respecto del concepto de soborno transnacional, se entiende que es el 

acto por el cual, empleados, administradores, asociados o terceros vinculados a una persona 

jurídica, dan, ofrecen o prometen “a un servidor público extranjero, de manera directa o indirecta 

sumas de dinero, objetos de valor pecuniario o cualquier beneficio o utilidad a cambio de que 

dicho servidor público realice, omita o retarde cualquier acto relacionado con sus funciones y en 

relación con un negocio o transacción internacional” (Ley 1778 de 2016). 

Así que, queda por determinar el rol que juega el domicilio de la persona que comete el acto 

corrupto, en consonancia con la aplicación de la ley penal, el artículo 2 del estatuto citado y el 

cumplimiento de los fines internacionales en contra de la corrupción; situación que se verá 

desarrollada más adelante. La citada norma establece una guía de prevención del soborno 
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transnacional, promoviendo programas de cumplimiento, dinámicos y evolutivos, que garanticen 

la transparencia y la ética empresarial (Ley 1778 de 2016). 

Colombia ha acogido como Estado instrumentos internacionales, que además de contribuir 

al desarrollo de la colaboración internacional en favor de la lucha contra de la corrupción, deben 

ser sujetos de una interpretación sistemática con el ordenamiento jurídico interno, a fin de 

establecer con claridad sus efectos e implicaciones en el territorio nacional. 

Instrumentos internacionales como la Convención Interamericana contra la Corrupción, de 

la OEA (1997), la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2005), y la 

Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones 

Comerciales Internacionales, de la OCDE (2012), han sido debidamente aprobados y ratificados 

por el Congreso de Colombia. Y en virtud de ellos, fue promulgada la Ley 1778 de 2016 o Ley 

Anti-Soborno, con el fin de idear y poner en marcha un régimen administrativo, cuya fuerza 

preventiva y sancionatoria recaiga sobre las personas jurídicas corruptas, que incurran en la 

comisión de soborno transnacional (Superintendencia de Sociedades, 2016). 

Colombia tiene un vínculo importante con varios instrumentos de derecho internacional, 

que son vitales en la lucha contra la corrupción, debidamente aprobados y ratificados por el 

Congreso de la República, por medio de leyes, y declarados exequibles por la Corte Constitucional, 

por lo cual, son componente de la normatividad jurídica interna (Consejo de Estado, 2015). Dichos 

instrumentos se analizarán a continuación. 

La “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción” (2003), se refiere a la 

investigación y sanción actos de corrupción, mediando en la cooperación entre las autoridades, por 

medio de la asistencia judicial recíproca. Cooperación que será apta en investigaciones 

administrativas en el proceso de contratación. Ahora bien, respecto de la sentencia condenatoria 

emitida por un Estado parte, con ocasión a la comisión de actos de corrupción, esta puede ser 
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adoptada por otro Estado parte, de ahí la importancia de las herramientas de cooperación 

establecidas en la Convención. 

Por su parte, la “Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos 

Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales” (1997), establece una regla de 

cooperación más amplia, correspondiente a la “asistencia jurídica”, que involucra la cooperación 

entre Estados Partes, incluso en actuaciones no penales, refiriéndose a las actuaciones 

contractuales, disciplinarias y fiscales (Consejo de Estado, 2015). 

De otro lado, la “Convención Interamericana contra la Corrupción” (1996), se basa en la 

relación mutual entre los Estados parte de la convención, a partir de las políticas de asistencia y 

cooperación. Asimismo, establece que cada Estado Parte asignará las autoridades que gestionarán 

las peticiones de cooperación en favor de la lucha contra la corrupción, lo que no implica que dichas 

autoridades se limiten a las funciones de investigación y juzgamiento de carácter penal. El Estado 

colombiano aprobó la quinta fase de la evaluación periódica que se le hace a este instrumento 

acerca de su ejecución, sin embargo, se determinó que, aunque la Convención ha sido objeto de 

más de 200 recomendaciones, Colombia ha hecho implementación de cerca del 65% (Secretaría de 

Transparencia de Colombia, 2018, pág. 51). 

De igual forma, los acuerdos de asistencia judicial recíproca celebrados por Colombia, 

como, por ejemplo, la Ley 512 de 1999, aprobatoria del Acuerdo de Cooperación Judicial y 

Asistencia Mutua en materia penal entre la República de Colombia y la República Federativa del 

Brasil (1997), y que fuera declarada exequible por la Corte Constitucional, por medio de la 

sentencia C-324 de 2000.  

Asimismo, las herramientas de colaboración internacional incorporados en el derecho 

interno de los Estados, donde, según el principio de territorialidad, el efecto del cumplimiento de 

las sentencias que se profieren en el extranjero tiene aplicación dentro de su jurisdicción. Sin 
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embargo, al existir una figura jurídicas sobre la cual reposa la ejecución de sentencias extranjeras 

en el territorio nacional (exequatur), la Corte Constitucional ha expresado que “el reconocimiento 

y ejecución de las providencias extranjeras depende de: la noción de comity o cortesía 

internacional, el respeto a los derechos adquiridos en virtud de sentencia judicial, el valor 

internacional de la justicia; y ha establecido el sustento constitucional en desarrollo de los 

artículos 9, 226 y 227 de la Constitución Política, que tienen que ver con la internacionalización 

e integración de las relaciones de la Nación” (Consejo de Estado, 2015). Así, el cumplimiento de 

una sentencia proferida en el exterior, tiene por objetivo la ejecución efectiva de la pena en el 

territorio nacional y “el traslado de los condenados, de acuerdo con una política de intercambio 

de presos e, inclusive, por razones humanitarias” (Consejo de Estado, 2015). 

Paralelamente, la Ley 412 de 1997, que aprueba la Convención Interamericana contra la 

Corrupción, fue declarada exequible por la Corte Constitucional por medio de la Sentencia C-397 

de 1998. Su artículo 6 definió “actos de corrupción” como la ejecución de al menos una de las 

siguientes: 

a) El requerimiento o la aceptación, directa o indirecta, de beneficios o ventajas, para sí mismo o 

para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio 

de sus funciones públicas; b) El ofrecimiento o el otorgamiento, directo o indirecto, a un 

funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier beneficio, a cambio 

de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas; c) La 

realización de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener 

ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero; d) El aprovechamiento doloso u ocultación 

de bienes provenientes de actos corruptos; e) La participación en la comisión, tentativa de 

comisión, asociación o confabulación para la comisión de actos corruptos (Ley 412 de 1997, art.6). 
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Sumado a lo anterior, los artículos 8 y 9 de la Convención señalan que, en aquellos Estados 

Partes donde se hayan materializado los delitos de soborno transnacional y enriquecimiento ilícito, 

se tipificará la comisión de actos de corrupción. Así las cosas, es relevante concluir que los “actos 

de corrupción”, tal como se estipulan en el instrumento internacional, hacen parte, como concepto, 

del sistema jurídico colombiano, gozando de plenos efectos jurídicos en el territorio colombiano 

(Consejo de Estado, 2015). Con base en ello, se tiene que el artículo 4 de dicha Convención 

establece que su aplicabilidad depende de que el acto de corrupción hubiere acaecido en un Estado 

parte, lo cual, abre la brecha para deducir cuál es el rol de la territorialidad de la ley penal y de los 

principios de derecho internacional. 

De la misma manera, la Ley 970 de 2005, que aprueba la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, fue 

declarada exequible por la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-172 de 2006. Allí se 

manifiesta que “su contenido es análogo a lo previsto en Convención Interamericana contra la 

Corrupción” (Consejo de Estado, 2015). El preámbulo expone la preocupación de los Estados Parte 

frente a la corrupción, como un fenómeno transnacional de afectación socioeconómica, y que 

requiere de un mecanismo de cooperación internacional efectiva para su prevención y sanción. 

Dicha Convención guarda armonía con los principios que rigen la función de la administración, 

contenida en el artículo 209 de la Constitución Política. Adicionalmente, la Convención de la ONU 

promueve el control a proponentes y contratistas que participan en la contratación estatal, con el 

objetivo de evitar que esa actividad se vicie de actos de corrupción. En otros aspectos, “la 

Convención de la ONU defiere al derecho interno la determinación de la responsabilidad 

administrativa de las personas jurídicas por su participación en actos de corrupción, así como el 

establecimiento de inhabilidades por dicha responsabilidad” (arts. 26 y 30). 
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Ahora bien, la Ley 1573 de 2012, que aprueba la Convención para Combatir el Cohecho de 

Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, declarado 

exequible por la Corte Constitucional a través de la sentencia C-944 de 2012, hace énfasis en el 

cohecho de servidores públicos de países extranjeros, visto como delito, y concede al derecho 

nacional la responsabilidad de las personas jurídicas y su respectiva sanción de tipo penal, además 

del encargo de imposición de sanciones (arts. 2 y 3). Sumado a ello, se establece la inhabilidad 

para contratistas estatales que hayan participado en la comisión de cohecho de servidores públicos 

extranjeros, quedando tal aspecto a órdenes del derecho interno. La cooperación entre países es el 

instrumento para prevenir y sancionar la corrupción transnacional. De este modo, existen 

instrumentos internacionales que persiguen esa finalidad (Consejo de Estado, 2015); sin embargo, 

hay otras Convenciones y tratados que se limitan al ejercicio del derecho interno de las naciones, 

lo cual, deja a discrecionalidad pública la validez de sentencias extranjeras en Colombia. 

De otro lado, a partir de la Ley 1778 de 2016, Colombia hizo el mérito de hacer parte del 

Grupo de Trabajo Anticohecho de la OCDE, desde la cual se desarrolló la Convención Anticohecho 

(Secretaría de Transparencia de Colombia, 2018, pág. 51), que marca la pauta de cumplimiento de 

observaciones y recomendaciones dadas por esta organización al Estado colombiano. 

Finalmente, pero sin restar importancia, se tiene el Indicador de Convenciones 

internacionales, en virtud del cual Colombia se posiciona como pionero en la creación de un 

modelo de seguimiento basado en indicadores, acerca de la ejecución y cumplimiento de 

convenciones internacionales adoptadas por el Estado, relativas a la corrupción, (Secretaría de 

Transparencia de Colombia, 2018, pág. 51). 
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1.2. Parámetros oficiales de control de corrupción en Colombia 

 En la obra de Martínez, C. (2004), titulado “Corrupción en la contratación 

pública”, se manifiesta que los pagos extraoficiales efectuados por el contratista, en favor de 

funcionarios públicos en contrataciones, además de las irregularidades existentes en dichos 

procesos, los incumplimientos y la incertidumbre, derivan en altos costos, que entran a representar 

un incremento en el precio de bienes y servicios. 

De la misma manera, la obra de Martínez & Ramírez (2006), llamada “La corrupción y los 

costos de transacción. Una mirada de la contratación Estatal Colombiana”, estipula que según la 

lógica costo-beneficio, “los programas contra la corrupción se basan en cuatro mecanismos”, a 

saber: i) reducción del número de transacciones corruptas con funcionarios públicos; ii) reducción 

de beneficios derivados de cada transacción; iii) inclusión de la penalización como posible medida 

correctiva; iv) elevación de penas por corrupción. En este último mecanismo, se requiere una 

garantía de la independencia y transparencia del sistema judicial. También, el incremento de las 

penas se halla como una solución fáctica, siempre que las que existan sean considerablemente 

bajas; sin embargo, lo más importante es que las penas se clarifiquen, es decir, que sean lo 

suficientemente claras como para que en medio de la discrecionalidad judicial no se abra paso a 

ambigüedades (Martínez & Ramírez, 2006). 

Sumado a lo anterior, se encuentra el artículo de Mauro (1995), titulado “Corrupción y 

crecimiento de la economía”. El autor, con cierta similitud a Martínez, C (2004), establece que la 

corrupción en la contratación pública deriva en altos costos, generando consecuencias económicas, 

políticas y sociales. De esta forma, hay una reducción de la inversión (a causa de la incertidumbre), 

la ineficiencia deriva en la baja productividad, se generan sobrecostos para las empresas, y se 

desestimula la inversión local y extranjera. 
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Asimismo, fue posible hacer un estudio de la producción de Ferrajoli, L. (2008), titulada 

“Criminalidad y globalización”, a través de la cual el autor establece que la globalización como 

caldo de cultivo de la corrupción, propone el concepto de “la impotencia del derecho”, es decir, la 

incapacidad de sistema jurídico para generar reglas acordes a los nuevos desafíos devenidos de la 

sociedad actual. 

Igualmente, se destaca el artículo de F. Caparros, y N. Rodríguez (2004), llamado “La 

corrupción en un mundo globalizado: análisis interdisciplinar”, en el cual se establece que la 

corrupción es un facilitador de monopolios de hecho, conformados por empresas que caen en actos 

corruptos, como el soborno. La eliminación de la competencia deriva en una empresa corrupta, que 

no invierte en los recursos, modernización, investigación o inversiones tecnológicas, afectando 

gravemente el flujo de consumidores y el desarrollo empresarial. 

Del mismo modo, en el libro “Estrategias para la Construcción del Plan Anticorrupción y 

de Atención al Ciudadano”, de la Secretaria de Transparencia Presidencia de la Republica, en 

colaboración con el Departamento Nacional de Planeación, el Departamento Administrativo de la 

Función Pública de la República de Colombia, y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 

y el Delito (2012), es posible evidenciar que dentro de la “Metodología para la identificación de 

riesgos de corrupción y acciones para su manejo” se define la corrupción como un riesgo, 

sobreviniente al acto que, por acción u omisión, trasgrede los intereses de una entidad o del Estado 

mismo, con ocasión a la consecución de un beneficio privado. A partir de lo anterior, se indican 

los procesos vulnerables a la corrupción en la contratación, a fin de identificar los riesgos 

respectivos; i) estudios de factibilidad superficiales; ii) estudios de factibilidad maniobrados por 

personas interesadas; iii) pliegos de condiciones ajustados a una firma concreta; iv) disposiciones 

previstas en beneficio de un determinado grupo; v) restricción de la participación; vi) adendas 

modificatorias conforme a un interés particular; vii) urgencia manifiesta inexistente; viii) falta de 
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idoneidad de los supervisores contractuales; ix) sobrecarga de la supervisión de contratos en escaso 

personal; x) contratar con “compañías de papel” (Secretaría de Transparencia, Presidencia de la 

República de Colombia; Departamento Nacional de Planeación; Departamento Administrativo de 

la Función Pública; Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2012). 

También, se encuentra Ospina Robledo R. (2000) con su obra “Los pactos de integridad: 

una herramienta para buscar limpieza en contrataciones de interés público”. Allí se establece que 

el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en total acuerdo con la ONG Transparencia 

Internacional, entienden que los Pactos de Integridad son meros acuerdos de compromiso entre 

proponentes, a fin de no incurrir en la comisión de sobornos, y a pagar las multas correspondientes 

en caso de incumplimiento a los mismos. En este documento también se manifiesta que, los 

representantes de Transparencia Internacional en distintos países han adecuado el modelo del Pacto 

de Integridad, para implementarlo, en concordancia con el ordenamiento jurídico y las reglas de 

contratación de cada país. Así, Transparencia Colombia ha definido los Pactos como “acuerdos 

voluntarios, suscritos entre todos los actores que intervienen directamente en un proceso de 

contratación de recursos públicos, para garantizar la transparencia, la equidad y la sostenibilidad 

de la modalidad contractual escogida”. Para ilustrar lo anteriormente descrito, la Secretaría de 

Transparencia de la Presidencia de la República, en asocio con la Embajada de Suecia en Colombia, 

suscribió el Pacto de red de RSE de empresas suecas en Colombia, por la Transparencia y lucha 

contra la corrupción (2015). 

De igual forma, se tiene el libro de Giusseppe Maggiore (1989), “Derecho Penal Parte 

Especial”, en el cual, se considera que la corrupción es un delito bilateral, donde conspiran las 

voluntades de dos sujetos intervinientes –ambos activos del delito-; un corruptor (que ofrece la 

dádiva), y un corrupto (que recibe o acepta el ofrecimiento) (Ferreira, 1995). 
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Ahora bien, como piedra angular del conjunto de conceptos que son manejados en esta 

monografía, se tiene a la corrupción, definida en las siguientes palabras: “La carencia de una 

política integral, es el abuso de posiciones de poder, para beneficio particular, en afectación del 

interés colectivo y de los recursos públicos, y que se ejecuta a través de dádivas, ofrecimientos, 

entregas o recepciones de dinero, bienes, servicios o beneficios, a cambio de conductas 

determinadas, de acción u omisión”. Los beneficios sobrevinientes al acto corrupto son, 

generalmente económicos. (Maldonado Copello, 2011). 

Sin embargo, Vito Tanzi (1995) también define corrupción como “el incumplimiento 

intencionado del principio de imparcialidad con el propósito de derivar de tal tipo de 

comportamiento un beneficio personal o para personas relacionadas”. Lo cual constituye el 

fundamento conceptual del señalamiento de Maldonado C. (2011), debido a la naturaleza misma 

de la trasgresión de los principios básicos de la administración y contratación pública, en 

detrimento del erario, y en beneficio del patrimonio económico particular de algunos. 

Por otro lado, en palabras del Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares 

(2011, p.2), la contratación pública o estatal es aquella que versa sobre un procedimiento por el 

cual, una institución o agente del sector público hace la selección de la persona natural o jurídica 

en un escenario licitatorio, a fin de obntener el desarrollo de una obra, la prestación de un servicio 

o el suministro de un bien, para la consecusión de los fines del Estado y el interés público. 

En consecuencia, tomando en consideración el problema social devenido de la corrupción, 

es posible señalar, tal como Salinas Siccha (2015), que “los delitos de corrupción constituyen un 

problema de dimensión mundial, que atenta contra la estabilidad y los valores de la democracia, 

así como contra la ética y la justicia al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la 

Ley”. 
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En este sentido, vale la pena citar el Informe relativo al Soborno Transnacional, de la 

Superintendencia de Sociedades (2016) donde se señala que existen sectores “económicos con 

mayor riesgo de corrupción”; como el minero, el energético, el de los servicios públicos, el de la 

contratación estatal y obras de infraestructura, y el sector farmacéutico. 

Con todo, en cuanto a la investigación y sanción penal, Colombia cuenta con órganos 

autónomos y con recursos presupuestales. La Fiscalía y la rama judicial investigan y sancionan los 

delitos contra la administración pública; la Procuraduría General de la Nación y las personerías 

municipales investigan y sancionan disciplinariamente, a quienes intervengan en los actos de 

corrupción; y la Contraloría General de la República y las contralorías territoriales, quienes 

investigan y sancionan en materia fiscal (Maldonado Copello, 2011). 

Sin embargo, la suscripción de convenios entre organismos de control se configura como 

una estrategia de colaboración armónica contra la corrupción, en materia de responsabilidad fiscal, 

penal, y disciplinaria, incrementando la relevancia en la persecución del patrimonio de aquel 

servidor público que cometa actos de corrupción (Villegas G., 1998, pág. 2). 

Además, tal como lo manifiesta Villegas (1998, pág. 2), los despachos oficiales deben 

publicar visiblemente una lista detallada de los bienes y servicios objeto de procesos de 

contratación estatal, con el fin de cumplir con el principio de publicidad.  

Ahora bien, existen cuerpos normativos, estrategias de política pública, o entidades del 

Estado que fijan los parámetros oficiales de control de corrupción en el país. Dentro de las 

disposiciones legales se encuentran: la Ley 1474 de 2011 o Estatuto Anticorrupción; la Ley 1712 

de 2014 sobre Transparencia y del Derecho al Acceso a la Información Pública; la Ley 1757 de 

2015 o Estatuto de Participación Ciudadana; la Ley 1762 de 2015 o Ley Anticontrabando; la Ley 

1778 de 2016 o Ley Antisoborno; el Decreto 124 de 2016 sobre Metodología del Plan 

Anticorrupción y de Atención al Ciudadano; el Decreto 1887 de 2016 acerca de la Selección de la 
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Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha contra la Corrupción; el Decreto 92 de 2017 sobre la 

Contratación con Entidades sin Ánimo de Lucro; el Decreto 1686 de 2017 referente al 

Funcionamiento de las Comisiones Regionales de Moralización; el Proyecto de Ley 076 de 2017 

sobre la Protección de Denunciantes de Actos de Corrupción; ; el Proyecto de Ley 109 de 2017 o 

Estatuto de Probidad; y la Ley 1882 de 2018, que reforma a la Contratación de Infraestructura. 

La Ley 1474 de 2011 o Estatuto Anticorrupción fortaleció las instituciones, priorizó la 

participación ciudadana, y determinó la importancia de la rendición de cuentas; mientras que la 

Ley 1778 de 2016 o Ley Antisoborno definió el tipo penal de soborno transnacional y estableció 

cómo debe sancionarse a quienes cometan este delito (Secretaría de Transparencia de Colombia, 

2018, pág. 7). 

Asimismo, mientras que el Decreto 124 de 2016 sobre la Metodología del Plan 

Anticorrupción y de Atención al Ciudadano define sus componentes más importantes, entre los que 

se encuentran la configuración de un mapa de riesgos, la realización de una rendición de cuentas, 

la priorización de la atención al ciudadano, y la permanente transparencia de las actuaciones 

administrativas (Secretaría de Transparencia de Colombia, 2018, pág. 10); el Decreto 92 de 2017 

referente a la Contratación con Entidades sin Ánimo de Lucro limita los procesos de contratación 

directa. 

De otra mano, la Ley 1882 de 2018 o Reforma a la Contratación de Infraestructura endurece 

los procesos de contratación estatal de obra y consultoría, promueve la existencia de varios 

oferentes y la igualdad entre ellos. Además, determina que deben emplearse una clase específica 

de pliegos, denominada “pliegos tipo” (Secretaría de Transparencia de Colombia, 2018, pág. 14). 

En cuanto a proyectos de ley, pendientes para esta legislatura, el Estatuto de Probidad busca 

poner más rigidez respecto de la responsabilidad penal, fiscal y disciplinaria del servidor público 

que incurra en actos de corrupción. 
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Por otro lado, las principales entidades nacionales que crean y respaldan los lineamientos 

anticorrupción, en materia de contratación estatal son: La Secretaría de Transparencia de la 

Presidencia de la República; la Consejería Presidencial para la Administración Pública; La Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado; La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales ANLA; 

la Agencia Nacional de Infraestructura ANI; la Agencia Colombiana de Contratación Pública - 

Colombia Compra Eficiente; el Consejo Nacional Transparente; la Comisión Nacional y las 

Comisiones Regionales de Moralización; la Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha contra la 

Corrupción; el C4; y el Comando Anticorrupción. 

Respecto de la Agencia Colombiana de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente, 

adscrita al Departamento Nacional de Planeación, es importante resaltar su labor orientada al 

impulso de mecanismos de armonización entre los actores que participan en un proceso de 

contratación estatal. Es el Sistema de Compra Pública más importante del país que previene y 

detecta actos de corrupción (Colombia Compra Eficiente, 2017, pág. 2). En cambio, en relación al 

Consejo Nacional Transparente, es válido recordar que, en su misión de lucha contra la corrupción 

administrativa, reúne a los sectores público y privado, además de organizaciones no 

gubernamentales, el gobierno, y divisiones de la academia (Villegas G., 1998, pág. 3). 

Por otro lado, el Convenio de Cooperación Interadministrativo 002 de 2016 o C4, es un 

acuerdo entre la Policía Nacional, la Unidad de Información y Análisis Financiero UIAF, la 

Dirección Nacional de Inteligencia DNI y el Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República, (Secretaría de Transparencia de Colombia, 2018, pág. 30) con el objetivo de prevenir, 

investigar y castigar la corrupción. 

Finalmente, algunas de las estrategias y políticas públicas anticorrupción más relevantes, 

que sientan los parámetros contra la comisión de actos corruptos en procesos de contratación estatal 

son: los Pactos de Transparencia; los Compromisos de Integridad y Transparencia; el Plan 
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Anticorrupción y de Atención al Ciudadano; la Política Pública Integral Anticorrupción; los Mapas 

de Riesgo de Corrupción; el Régimen de Inhabilidades, Incompatibilidades y Conflictos de Interés 

de los Servidores Públicos; el Plan de Transparencia del Consejo de Estado; la Urna de Cristal; el 

Sistema de Información y Gestión del Empleo Público SIGEP; el Portal de Transparencia 

Económica; el Observatorio de Transparencia y Anticorrupción; el Sistema Electrónico de 

Contratación Pública SECOP; los Datos Abiertos; Sistema Único de Consulta Pública – SUCOP; 

y la Alianza para el Gobierno Abierto. 

Para concluir, los parámetros más importantes en la lucha contra la corrupción, en términos 

generales, responden a un modelo de 10 estrategias, a saber: 

1. Participación de los actores involucrados en procesos de contratación estatal, incluida 

la ciudadanía (Villegas G., 1998, pág. 6). 

2. La rendición de cuentas periódica, por parte de las entidades públicas contratantes. 

3. Apropiación de la responsabilidad penal, disciplinaria, fiscal y social, del servidor 

público (Villegas G., 1998, pág. 6). 

4. Vigilancia y control gubernamental permanente (Villegas G., 1998, pág. 6). 

5. Informes de gestión periódicos por parte de las entidades públicas contratantes, y las 

sociedades o consorcios contratistas. 

6. Gestión óptima de los organismos de control, respecto de las demandas de transparencia 

e integridad (Villegas G., 1998, pág. 6). 

7. La eficacia del amplio compendio normativo contra los actos de corrupción. 

8. Toma de conciencia de la importancia de las conductas morales, probas y transparentes 

en procesos de contratación pública. 

9. Sanción de los actos “pequeños” de corrupción (Villegas G., 1998, pág. 7). 

10. Efectividad de las acciones de repetición. 
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CAPÍTULO II. EFECTOS DE LAS SENTENCIAS CONDENATORIAS PROFERIDAS 

EN TERRITORIO EXTRANJERO 

2.1. Operación de inferencia a partir de las teorías de Friedrich Karl von Savigny, Antoine 

Pillet y Pasquale Stanislao Mancini 

 En virtud del fenómeno que se estudia en la presente monografía, se acudió a la 

teoría de un doctrinante universalmente conocido, con el objetivo de determinar un punto 

arquimédico a partir del cual se establecieron convalidaciones y corroboraciones de hipótesis al 

respecto, y se logró formar una respuesta de valor igualmente universal. De este modo, se analiza 

la teoría del sistema jurídico de Savigny (1869). 

En este orden de ideas, resulta de vital importancia mencionar la importancia de esta teoría 

en el desarrollo de esta monografía, ya que la teoría del sistema jurídico de Savigny (1869) revela 

la solución de un conflicto jurídico derivado de conflictos entre leyes de diferentes ordenamientos 

jurídicos, nacionales o nacionales y extranjeros. Sin embargo, el modo en que Savigny trata el 

concepto de ley (como fuente de derecho), permite construir una analogía con pronunciamientos 

judiciales de diferentes tribunales - nacionales o extranjeros- en controversia, que constituirían de 

igual modo una fuente de derecho, y más específicamente para el caso que atañe a esta 

investigación, con ocasión al efecto que trae la adopción de una sentencia judicial, proferida en el 

exterior, en virtud de la comisión de delitos derivados de la ejecución de actos de corrupción en la 

administración pública, específicamente en procesos de contratación estatal. 

En su obra, Savigny (1869) establece que existe una comunidad de derecho conformada por 

Estados diferentes, y la cual resulta imposible de evadir, ya que el progreso social y de las naciones 

exige su desarrollo en este tipo de escenario. Sin embargo, el principio que resulta afectado en este 
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punto, el de independencia y soberanía de los Estados, permite realizar un análisis juicioso de la 

dinámica en la que debe basarse una comunidad de derecho, según la contempla el autor. 

Los conflictos que se suscitan entre leyes -como fuentes de derecho- de países diferentes, 

se han resuelto a partir de la idea de soberanía, excluyendo así el rigor de las leyes extranjeras y 

limitando el derecho nacional a los límites de su jurisdicción. Sin embargo, que un Estado se 

desarrolle de tal manera, no solo desconoce la capacidad de su par extranjero, sino que se impone 

la exclusividad de la aplicación del derecho nacional. Así sucedería con los pronunciamientos 

judiciales, en aquellos escenarios en que los casos decididos en los tribunales comprometen la 

integridad del derecho transnacional, ya que excluir del territorio de un Estado la aplicación de 

sentencias judiciales proferidas en el exterior conduciría al desconocimiento mismo de la 

comunidad jurídica entre los pueblos de Savigny, y a limitar la capacidad de las naciones 

extranjeras. 

El problema para el autor, propiamente dicho, responde al conflicto entre diversas 

legislaciones, y la respuesta o solución que este proporciona, de la manera más clara posible, radica 

en “determinar para cada relación jurídica, el derecho más acertado a su naturaleza esencial y 

propia. La conexión natural de la relación jurídica con cierto territorio” (Martínez Bretones, 

1994). De este modo, las sentencias judiciales proferidas en el exterior, en el caso de ser el derecho 

más acertado a la naturaleza del caso mismo de corrupción transnacional en la contratación pública, 

tienen la conexión de la que habla Savigny, y ello derivaría en su aplicabilidad en el ordenamiento 

jurídico nacional. 

Ahora bien, el orden público es la excepción al principio de comunidad de derecho, y así, 

haciendo la correspondiente analogía, las sentencias nacionales rigurosamente obligatorias, y el 

hecho de que los tribunales extranjeros son instituciones desconocidas en un Estado, se constituyen 

como lo que Savigny llama limitaciones a la aplicación del derecho extranjero. 
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No obstante, el doctrinante establece cuatro principios que son de relevante análisis en el 

desarrollo de la presente monografía, a saber: i) el derecho penal (hablando de las sanciones 

generadas por actos de corrupción, o delitos contra la administración pública) tiene su realización 

en la combinación de soberanías diversas; ii) cada Estado toma de aquella combinación lo referente 

a la satisfacción de sus necesidades y exigencias jurídicas; iii) la soberanía debe apreciarse por las 

personas, bienes y actos que afectan el orden público, mas no por la exclusividad de la aplicación 

del derecho interno; iv) que estos elementos encuentran, coloquialmente, su punto de convergencia 

en la relación de personas y territorio. 

Ahora bien, hablando de la norma en conflicto y la norma aplicable, según la teoría de 

Savigny, es posible realizar una adecuación epistemológica, desde la perspectiva de la ley y la 

jurisprudencia como fuentes del derecho, para concluir lo siguiente: un fallo judicial en conflicto 

podría determinar si una sentencia nacional o una proferida en el exterior ha de ser aplicable al 

caso, aún sobre la rigurosidad de un Estado en su soberanía; aplicándose siempre la que más se 

adecúe a la naturaleza de la relación jurídica, en un vínculo más estrecho. 

Y tratando los vínculos, vale la pena resaltar lo que Savigny llamaba puntos de conexión, 

de ahí que, para efectos de esta monografía, fue posible determinar el margen de aplicación de 

sentencias proferidas en el exterior, en el territorio nacional. Así, es válido señalar que el punto de 

conexión abierto o flexible se refiere a la conexión más favorable, o a la de vínculo más estrecho, 

entre la relación jurídica que acaece y un territorio determinado; allí, el problema no encuentra 

solución, quedando el operador judicial con toda la discrecionalidad en el caso, pudiendo traer 

efectos al ordenamiento nacional, de una sentencia proferida en el exterior, que constituya el 

derecho más adecuado. Por su parte, si hay un punto de conexión cerrado o rígido, que es 

determinado con precisión por la soberanía de un Estado, le es imposible al operador judicial entrar 

a decidir conforme a su análisis de conservación de una comunidad de derecho. 
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Finalmente, es válido aclarar que, aun haciendo uso de esta teoría, mediante la cual habría 

una cuestión litigiosa que puede ser resuelta mediante una providencia en conflicto, existe 

necesariamente una cuestión previa, sin la cual no sucedería la litigiosa, en virtud de la cual hay 

una duda de si aplicar el derecho extranjero sería viable. En un ejemplo como el establecido por 

Martínez Bretones (1994) para determinar un acto de corrupción es preciso determinar antes la 

existencia de un contrato estatal, siendo el acto de corrupción la cuestión litigiosa que puede ser 

resuelta conforme a sentencias proferidas en el exterior; pero donde el la existencia de un contrato 

estatal se ubica como la cuestión previa, que en concepto de la salvaguarda de la seguridad jurídica 

de un Estado –sin desconocer la capacidad del ente extranjero-, no admitiría como aplicable un 

pronunciamiento ajeno a la administración de justicia nacional. 

Así las cosas, la teoría del sistema jurídico de Savigny, si bien muestra la posibilidad de 

que jurisprudencia extranjera cree efectos jurídicos en un ordenamiento de tipo nacional, con 

ocasión a la aplicación más adecuada a la solución de un caso concreto de corrupción transnacional, 

asimismo resulta imposible dejar todas las cuestiones previas como condición de aplicación del 

derecho extranjero, incluso cuando se base en la garantía de la comunidad de derecho. Esto podría 

considerarse como un límite de orden público. 

Ahora bien, en oposición a la teoría de Savigny, de la escuela alemana, es posible identificar 

otras dos escuelas, que propenden por la territorialidad de la ley en forma radical y modulada. La 

escuela francesa, representada por Antoine Pillet, y la escuela italiana, encarnada en Stanislao 

Mancini. 

Por un lado, la teoría de Pillet señala que las leyes de orden público son leyes generales 

(Pillet, 1963), y, por tanto, la territorialidad es absoluta. Sin embargo, existe la posibilidad de que 

las leyes sean territoriales y extraterritoriales de forma simultánea, teniendo en cuenta los casos 
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jurídicos que se susciten, y no a las personas o relaciones individualmente consideradas; de este 

modo, las leyes son territoriales si de su fin social emana la generalidad, o extraterritoriales, si se 

evoca el criterio de permanencia, entendido como el valor jurídico de las normas. De este modo, 

haciendo el mismo ejercicio analógico empleado en la teoría de Savigny, las sentencias proferidas 

en el exterior, con ocasión a la comisión de actos de corrupción transnacional son estrictamente 

territoriales.  

En este orden de ideas, Pillet establece cuatro reglas principales: i) Solo es derecho en un 

Estado lo que ese mismo Estado asume como derecho; ii) El derecho de un Estado carece de 

vigencia normativa en otro territorio; iii) Un Estado no puede regular relaciones humanas 

extraterritoriales; iv) El derecho adquirido no es extraterritorial porque es una representación de 

una norma concreta que solo tiene validez en tanto la tenga la norma abstracta que le da origen 

(Trigueros S., 1980). 

Por su parte, Mancini asume una posición modulada de la territorialidad. Establece que las 

leyes son creadas para las personas, lo cual genera que cada individuo deba ceñirse por la ley que 

corresponda a su nacionalidad. Así, la territorialidad o extraterritorialidad del derecho, llámese ley, 

o en este caso, sentencias proferidas en el exterior, depende del Estado donde se encuentre o al cual 

se traslade una persona. De este modo, se logran identificar dos reglas básicas: i) Las normas sobre 

soberanía y salvaguarda de intereses sociales son territoriales: ii) Si existen normas de modificación 

voluntaria, los individuos pueden, incluso, acogerse a disposiciones que no correspondan con la 

ley nacional (López C., 2015). De modo que, aunque en principio la territorialidad es la que prima, 

existe una posibilidad de que un Estado, voluntariamente, acoja los fallos judiciales proferidos 

fuera de su jurisdicción, si es que tiene, por ejemplo, la motivación suficiente para modificar su 

propia línea legal. 
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2.2. Extraterritorialidad de la jurisprudencia 

 El artículo de Henry Torres Vásquez (2013), titulado “La extraterritorialidad de la 

ley penal: el principio de la justicia universal, su aplicación universal en Colombia” establece que 

“en los crímenes de lesa humanidad se aplica el principio de jurisdicción o de justicia penal 

universal”, con el fin de que tales delitos sean investigados y juzgados según el Estatuto de la Corte 

Penal Internacional. Por ejemplo, países como España, Bélgica y Reino Unido, han aplicado la 

jurisdicción universal en importantes casos de ex militares argentinos, como el caso Pinochet. Todo 

ello, con el único objetivo de evitar la impunidad en delitos internacionales. En tal sentido, se 

estudian en el documento las características de la extraterritorialidad de la ley penal colombiana, 

en un escenario supranacional. 

Ahora bien, respecto al concepto sentencia, este surge como consecuencia de la voluntad 

del juez, sobre una controversia determinada, que deriva en la absolución y en la condena. De modo 

que, en este punto vale la pena recordar la obra de Torres (2013) sobre la extraterritorialidad de la 

ley penal, y aterrizar dichos efectos jurídicos a la calidad de las providencias judiciales como fuente 

de derecho, al igual que la ley; todo lo que permitirá evidenciar la relevancia de las sentencias 

dictadas en el exterior, sobre el sistema jurídico nacional. 

Paralelamente, la Ley 906 de 2004, establece que “las sentencias penales proferidas por 

autoridades de otros países contra extranjeros o nacionales colombianos podrán ejecutarse en 

Colombia a petición formal de las respectivas autoridades extranjeras, formulada por la vía 

diplomática” (artículo 515). Dicha sentencia no debe oponerse a los instrumentos internacionales 

suscritos por Colombia, o a la Carta Magna, o a las leyes nacionales; tampoco debe estar en firme, 

conforme a las disposiciones del país extranjero; no debe haber formulación de acusación 

colombiana, ni sentencia ejecutoriada; y que admita reciprocidad en casos análogos -cuando no 

hayan tratados-. Esa es la base procesal de la ejecución de una sentencia absolutoria o condenatoria, 
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proferida en el extranjero, que según el artículo 17 del Código Penal, (Ley 599 de 2000) tendrá 

valor de cosa juzgada. 

Ahora bien, las herramientas de colaboración internacional incorporados en el derecho 

interno de los Estados, donde, según el principio de territorialidad, el efecto del cumplimiento de 

las sentencias que se profieren en el extranjero tiene aplicación dentro de su jurisdicción. Sin 

embargo, al existir una figura jurídicas sobre la cual reposa la ejecución de sentencias extranjeras 

en el territorio nacional (exequatur), la Corte Constitucional ha expresado que “el reconocimiento 

y ejecución de las providencias extranjeras depende de: la noción de comity o cortesía 

internacional, el respeto a los derechos adquiridos en virtud de sentencia judicial, el valor 

internacional de la justicia; y ha establecido el sustento constitucional en desarrollo de los 

artículos 9, 226 y 227 de la Constitución Política, que tienen que ver con la internacionalización 

e integración de las relaciones de la Nación” (Consejo de Estado, 2015). Así, el cumplimiento de 

una sentencia proferida en el exterior, tiene por objetivo la ejecución efectiva de la pena en el 

territorio nacional y “el traslado de los condenados, de acuerdo con una política de intercambio 

de presos e, inclusive, por razones humanitarias” (Consejo de Estado, 2015). 

El exequátur, como excepción de la soberanía de un Estado al administrar justicia, basada 

en “la internacionalización y eficacia de la justicia” (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2011, 

pág. 1), se emplea para homologar una sentencia proferida en el extranjero, logrando que sea 

igualmente ejecutada en el territorio nacional. Sin embargo, es importante no confundir entre 

exequátur y ejecución, ya que a través del exequátur solo se autoriza la ejecución de la sentencia 

en un país diferente a aquel en el cual se profirió, “pero no se efectúan actuaciones ejecutivas de 

ninguna clase” (Gascón I., 2000, pág. 462)., las cuales tendrán lugar de acuerdo al procedimiento 

propio y natural de la ejecución. Por tanto, la misión del exequátur es la de verificar en determinado 

país la homologación internacional de una sentencia proferida en un Estado diferente, pero jamás 
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la de re calificar lo determinado en dicha providencia (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2011, 

pág. 1). 

Así las cosas, los instrumentos que regulan la mencionada homologación se clasifican en 

tres: (i) los convenios o tratados internacionales, que conducen a la aceptación o a la denegación 

del exequátur, en consonancia con el principio de “determinación convencional” (Ministerio de 

Relaciones Exteriores, 2011, pág. 1), que define la competencia del operador judicial que defina el 

instrumento; (ii) la legislación nacional, que solo opera en ausencia de regulación de los primeros 

(Gascón I., 2000, pág. 463); (iii) la jurisprudencia del Estado donde se profiere la sentencia 

providencia. 

A partir de lo anterior, es preciso identificar otro elemento relevante en la concesión del 

exequátur, cual es la reciprocidad, que puede ser diplomática, legislativa o judicial (Ministerio de 

Relaciones Exteriores, 2011, pág. 3), dependiendo del instrumento de regulación aplicado. Este 

principio se basa en la correspondencia entre los tratados suscritos entre el país que profiere la 

sentencia y otro Estado, así como el reconocimiento legal y jurisprudencial de homologación de 

providencias extranjeras entre ambos. 

La Convención sobre Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras, 

aprobada y ratificada por Colombia, mediante la Ley 39 de 1990, dispone la obligación de 

reconocer y ejecutar las sentencias proferidas en el extranjero, sin embargo, según auto del 12 de 

noviembre de 1998 (Corte Suprema de Justicia, exp. 7394), es primordial que dichas providencias 

se encuentren ejecutoriadas. Además, se requiere que no se trasgreda, de ningún modo, los 

principios y las normas de orden público (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2011, pág. 3). En 

consecuencia, si bien en el escenario de la contratación estatal no se regula la figura del exequátur, 

puede ser posible aplicarla analógicamente, en virtud de la cooperación internacional, y de los 

pilares de la justicia y la transparencia. 
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2.3. Impacto de las sentencias condenatorias proferidas en el exterior, sobre el régimen 

colombiano de inhabilidades e incompatibilidades de la contratación estatal 

 En los últimos años, la implementación y aplicación del artículo 31 de la Ley 1778 de 

2016 ha adquirido una especial importancia. Por lo cual, se analizó la suficiente información, a 

partir de la cual fue posible establecer un marco internacional, unos principios y unos 

fundamentos legales, desde una base teórica. Sin embargo, en principio, no existe una fuente 

concreta de la cual se pueda deducir si la inhabilidad establecida en la norma es procedente por 

sentencia condenatoria proferida en el extranjero, o solo en virtud de una providencia devenida 

del aparato judicial colombiano, o a través de providencia nacional que valide la sentencia 

condenatoria extranjera. 

En este sentido, se resaltan los aportes contenidos en  el libro de Benavides J. (2004) “El 

contrato estatal Entre el Derecho Público y el Derecho Privado”, en el que se ha establecido que 

aún fuera de la estipulación de inhabilidades e incompatibilidades, siempre hay una finalidad en 

un régimen de contratación estatal; un desasosiego por la efectividad y eficiencia de la gestión 

pública, en virtud de la cual se impone retirar a los funcionarios/candidatos que, por su actuar 

corrupto previo, trasgreden la correcta dinámica de la gestión contractual. 

Del mismo modo, Namén (2002), en su obra “Las limitaciones a la libertad de acceso a la 

contratación con las entidades estatales. Régimen de inhabilidades e incompatibilidades”, 

manifiesta que las inhabilidades e incompatibilidades deben restringir la libertad en un proceso de 

contratación, especialmente respecto la legitimación para obrar. Así, las personas que se ven 

impedidas para contratar, encontrarán afectada su capacidad; no podrán de sus intereses 

particulares en la celebración de negocios jurídicos y contratos. 
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Asimismo, Santofimio J. (2008) en su “Tratado de Derecho Administrativo” expresa que 

la Ley 80 de 1993 anexa a través los numerales 3 y 6 de su artículo 58, la inhabilidad para los 

servidores públicos, contratistas, interventores, consultores y asesores a partir de sus acciones u 

omisiones en la dinámica contractual. Se configura entonces una inhabilidad de carácter contractual 

–cautelar-, que impide que las personas jurídicas “a cuyo representante legal le hubiere sido 

dictada medida de aseguramiento”, con ocasión a actuaciones contractuales irregulares, puedan 

participar en procesos de selección y contratación. 

Partiendo de ello, se tiene que las inhabilidades e incompatibilidades imposibilitan al 

contratista en la celebración de un contrato, o de lo contrario recaerá sobre este último una nulidad, 

sumada a las sanciones penales y administrativas que sobrevinieren (Rico, 2009). Por su parte, las 

inhabilidades surgen de situaciones imputables al contratista, impidiéndole celebrar un contrato 

estatal, por un lapso cierto y determinado. Y a su vez, las incompatibilidades, radican en la 

imposibilidad de la celebración misma del contrato, a partir de situaciones como vínculos laborales, 

de parentesco, de afecto o de interés entre las partes (Rico, 2009). 

De igual forma, se entiende que la inhabilidad imposibilita a alguien a celebrar un contrato, 

por motivos constitucionales o legales, mientras que la incompatibilidad radica en la imposibilidad 

de contratar en un tiempo preciso y con la relación a las calidades de la persona misma. La 

inhabilidad es general cuando existe la dificultad definitiva de contratar con una persona, pública 

o privada; pero también puede ser especial cuando “aquella se reduce a personas de derecho 

público o privadas específicas, que, por ejemplo, no pueden participar en determinada licitación”. 

La incompatibilidad, por su parte, sugiere una prohibición absoluta de concurrencia de ciertas 

condiciones. Dicho lo anterior, es posible argüir que es necesario sustentar la garantía del interés 

general, con la constitución como medio de restricción del principio de igualdad y el hecho de 
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seguir reconociendo a quienes son rechazados en la participación de procesos contractuales con el 

Estado, como personas jurídicas (Matallana Camacho, 2015). 

En definitiva, el concepto que se tuvo en cuenta en el desarrollo de esta monografía parte 

de que las inhabilidades en contratación estatal suponen una limitante en la capacidad de las 

personas, naturales o jurídicas, para contratar, siendo relevante la inaptitud del extremo contractual 

por trasgresión de los principios de imparcialidad, moralidad, eficiencia, eficacia y transparencia. 

Ley 142 de 1994 señala las controversias de intereses, inhabilidades e incompatibilidades 

en la gestión de entidades de servicios públicos; mientras que la Ley 489 de 1998 prevé que las 

inhabilidades e incompatibilidades en un proceso contractual se deben aplicar a “los representantes 

legales y a los miembros de juntas directivas, de las personas jurídicas” con la gestión funciones 

administrativas a su cargo. 

Por otro lado, la Ley 472 de 1998 dispone sanciones a los peritos y la inhabilidad para 

celebrar contratos estatales; la Ley 617 de 2000 establece incompatibilidades de los gobernadores, 

diputados, alcaldes, concejales, y miembros de Juntas Administradoras Locales (JAL); y la Ley 

734 de 2002 (Código Disciplinario Único) señala la incompatibilidad de las autoridades de entes 

territoriales municipales y departamentales para injerir en procedimientos contractuales y el 

respectivo conflicto de intereses. 

Paralelamente, la Ley 828 de 2003, señala la inhabilidad para contratar con el Estado, 

aquellos que no paguen las sanciones pecuniarias con ocasión a la elusión o evasión de pagos 

parafiscales, en tanto subsista la deuda; mientras que Ley 1148 de 2007 dispone cuáles son las 

inhabilidades e incompatibilidades de funcionarios departamentales y locales, en virtud de vínculos 

de parentesco. 

La Ley 1150 de 2007 establece que la cancelación de la inscripción en el Registro Único 

de Proponentes (RUP) deriva en una inhabilidad del proponente para celebrar contratos estatales; 
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la Ley 1474 de 2011 dispuso una inhabilidad con ocasión a la inobservancia renuente y otra, en 

virtud de la celebración de contratos de interventoría. Asimismo, modificó y adicionó las 

inhabilidades e incompatibilidades señaladas en el numeral 1, literales j y k, y el numeral 2, literal 

f del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, y modificó una de las prohibiciones orientadas a los servidores 

públicos, contenidas en la Ley 734 de 2002. 

Finalmente, el texto del artículo 31 de la Ley 1778 de 2016, motivo del presente proyecto 

de investigación, modificatorio del artículo 1° de la Ley 1474 de 2011, es el siguiente: 

Artículo 31. Inhabilidad para contratar.: Las personas naturales que hayan sido declaradas 

responsables judicialmente por la comisión de delitos contra la Administración Pública o de 

cualquiera de los delitos o faltas contemplados por la Ley 1474 de 2011 y sus normas modificatorias 

o de cualquiera de las conductas delictivas contempladas por las convenciones o tratados de lucha 

contra la corrupción suscritos y ratificados por Colombia, así como las personas jurídicas que 

hayan sido declaradas responsables administrativamente por la conducta de soborno 

transnacional. Esta inhabilidad procederá preventivamente aún en los casos en los que esté 

pendiente la decisión sobre la impugnación de la sentencia condenatoria. Asimismo, la inhabilidad 

se extenderá a las sociedades de las que hagan parte dichas personas en calidad de 

administradores, representantes legales, miembros de junta directiva o de socios controlantes, a 

sus matrices y a sus subordinadas y a las sucursales de sociedades extranjeras, con excepción de 

las sociedades anónimas abiertas. La inhabilidad prevista en este literal se extenderá por un 

término de veinte (20) años. (Ley 1778 de 2016, art. 31) 

En suma, las normas nacionales prescriben que son inhábiles para participar en licitaciones 

y para celebrar contratos, aquellos que fueren declarados responsables mediante sentencia judicial, 

en virtud de haber delinquido contra la administración pública (con pena privativa de la libertad), 

o por haber incurrido en conductas de soborno transnacional. 
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Es por ello que es totalmente relevante determinar la viabilidad jurídica o no de acudir a las 

sentencias, emitidas por jueces extranjeros, en contra de socios o representantes legales de 

entidades proponentes o contratistas en Colombia, con el objetivo de determinar los efectos de las 

inhabilidades o incompatibilidades correspondientes. Todo lo cual, se hizo a partir de 

proposiciones doctrinales anteriormente descritas. 
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CAPÍTULO III. PROCESO CONTRACTUAL. ESTUDIO DE CASO 

3.1. Adjudicación contractual y desembolso irregular de créditos para la Navegabilidad del 

río Magdalena. Cormagdalena - Navelena S.A.S. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Extensión del territorio, objeto del contrato. Imagen tomada de “La navegabilidad del Río 

Magdalena en datos” (Odebrecht, 2013, pág. 1) 

Navelena es una sociedad conformada, en su 87% por Odebrecht, y el su 13% por Valorcon. 

El objetivo de este consorcio era el de recuperar la navegabilidad del Río Magdalena, en un tramo 

de 908 km, desde Puerto Salgar y hasta Barrancabermeja (Odebrecht, 2013, pág. 1). 

En este sentido, Odebrecht es una empresa proveniente de Brasil, con una amplia trayectoria 

internacional en proyectos de infraestructura. En Colombia se posicionó desde 1992. Y Valorcon 

Valores y Contratos S.A., es una sociedad colombiana cuyo objeto social parte de construcción y 

de la ingeniería (Odebrecht, 2013, pág. 2). 
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Por su parte, Cormagdalena es una entidad pública creada por mandato constitucional (art. 

331). Y aunque su director ejecutivo (e), Carlos Núñez de León manifieste que no se trata de una 

corporación ambiental, ha trabajado por la reestructuración de la navegación y la actividad 

comercial del río, aún en presencia de un caudal bajo, pero siempre con respeto de los ecosistemas 

(Min. Transporte, Cormagdalena y Foros Semana, 2015, págs. 2-3). 

Ahora bien, el Consorcio Magdalena es el encargado de la interventoría del proyecto. Está 

conformado por AFA Consultores y Constructores de Cartagena, Ingeniería de Proyectos de 

Barranquilla, la empresa Restrepo y Uribe de Bogotá, y Consultoría e Inspección de Proyectos, de 

esta misma ciudad (Min. Transporte, Cormagdalena y Foros Semana, 2015, pág. 3). 

El río Magdalena tiene 1500 km de longitud, atraviesa 13 departamentos y 128 municipios 

(Min. Transporte, Cormagdalena y Foros Semana, 2015, pág. 2). Así que, el proyecto incluye obras 

civiles, de dragado, de ingeniería, y de navegación satelital, por un valor de $2.5 Billones, con una 

Unidad Funcional de Infraestructura UFN se planteó de la siguiente manera (Odebrecht, 2013, pág. 

2), donde  en el diseño de un corredor fluvial hacia Barranquilla, Barrancabermeja sería la zona de 

transferencia de carga (Min. Transporte, Cormagdalena y Foros Semana, 2015, pág. 4): 

1. Bocas de Ceniza - K-20 

K -20 - Puente Pumarejo 

Puente Pumarejo - La Gloria 

2. La Gloria – Barrancabermeja 

3. Barrancabermeja - Puerto Berrio 

4. Puerto Berrio -Puerto Salgar 
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El proyecto se diseñó conforme a tres etapas principales, a saber, y se basó en tres 

requerimientos básicos del transporte fluvial: la vía (el río, el canal y la zona portuaria), la carga y 

la flota (Min. Transporte, Cormagdalena y Foros Semana, 2015, págs. 2-3): 

1. Preconstrucción (11 meses). Iniciada el 11 de noviembre de 2014. 

2. Construcción e ingeniería en 256 km (5 años) 

3. Administración de espacio (7 años) 

Línea del tiempo de la corrupción: 

La adjudicación del contrato a Navelena SAS, por parte de Cormagdalena, se hizo a través 

de la APP 001 del 15 de agosto de 2014, con el objeto de recuperar la navegabilidad del río 

Magdalena. 

Para junio de 2015, Marcelo Odebrecht, presidente de la compañía brasilera, es investigado 

por corrupción, y práctica de soborno, dentro de la Operación Lava Jato, desarrollada por las 

autoridades de Brasil (Robledo, 2017, pág. 1). Recibiendo una condena de 19 años de privación de 

la libertad en marzo de 2016. 

Además, la Superintendencia de Sociedades descubrió, en septiembre del 2015 que los 

pasivos de la firma Constructora Norberto Odebrecht de Colombia Ltda. superaban en valor a sus 

activos (Robledo, 2017, pág. 2), motivo por el cual la empresa se encontró frente a una causal de 

disolución, de modo que se inició una solicitud especial. 

Pese a lo anterior, la junta directiva del Banco Agrario otorgó un crédito a Navelena SAS / 

Odebrecht en noviembre del mismo año, garantizado a través de la suscripción de un contrato de 

fiducia mercantil irrevocable, en la que intervendría la Fiduciaria de Occidente, del Grupo AVAL. 

Haciendo los primeros giros de dinero hacia diciembre del 2015; uno por un valor de setenta mil 



47 
 

millones de pesos, y el segundo por cincuenta mil millones de pesos (Robledo, 2017, pág. 2), ambos 

con tasas de interés muy bajas. 

Al respecto, por un lado se recuerda que el Banco Agrario, al ser una empresa industrial y 

comercial del Estado, que administra dineros públicos, está sujeta al control fiscal de la Contraloría 

de la República (Decreto 267 de 2000, art. 4); y por otro lado, se aclara que Corficolombiana y la 

Financiera de Desarrollo Nacional recomendaron la viabilidad del crédito, siendo la Fiduciaria de 

Occidente, del Grupo AVAL, propiedad de un socio de Odebrecht, y accionista de 

Corficolombiana, Luis Carlos Sarmiento Angulo (Robledo, 2017, pág. 3). 

En marzo de 2016, Navelena SAS / Odebrecht incumplieron el primer plazo de presentación 

de cierre financiero; en agosto del mismo año incumplen la prórroga otorgada para los mismos 

efectos. Por tal motivo, Cormagdalena impuso una multa de seiscientos mil millones de pesos 

(Robledo, 2017, pág. 3). Sin embargo, en noviembre y diciembre vuelve a incumplirse el deber de 

presentación de cierre financiero, por lo cual se deduce una inexistencia de recursos para responder 

con la obligación dineraria con el Banco Agrario. 

Con todo, para enero de 2017, la Fiscalía General de la Nación, en cabeza de Néstor 

Humberto Martínez, manifiesta que el contrato con Navelena SAS / Odebrecht está libre de toda 

práctica corrupta (Robledo, 2017, pág. 3). Mientras tanto, el Banco Agrario iniciaba las acciones 

de cobro del crédito otorgado, que ya se encontraba en mora, y que a la fecha continúa en la misma 

situación. 

Por todo lo anterior, el senador Jorge Enrique Robledo solicita que se abra una investigación 

disciplinaria y fiscal contra “el Ministro de Agricultura, el Ministro de Hacienda y el Delegado del 

Gobierno en la Junta del BAC, así como contra los demás funcionarios públicos involucrados, y 

contra los particulares que ejercen funciones públicas” (Robledo, 2017, pág. 7). 
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3.2. Inconsistencias en la contratación y peculado en la Refinería de Cartagena. Reficar - 

Chicago Bridge & Iron (CB&I) 

La modernización de la Refinería de Cartagena era una obra de ejecución recomendada 

desde 1996, sin embargo, no fue sino con la Ley 812 de 2003 que se consideró como de importancia 

estratégica para el Estado colombiano. Por tanto, el CONPES dispuso, en 2004 y 2005, que era 

menester la obtención de un socio, preferiblemente del sector privado, que le diera viabilidad a la 

financiación de dicha modernización; además, también estableció que la modalidad contractual 

adecuada para adelantar el proyecto sería la de llave en mano, para mitigar el riesgo de sobrecostos 

(LEGIS Información y Soluciones, 2017, pág. 1). 

De este modo, en el año 2006 se constituyó la sociedad Refinería de Cartagena S.A. Reficar, 

sobre la cual, la empresa Glencore International AG se posicionó como inversionista mayoritario 

(51%), mientras que Ecopetrol contaba con el 49% (LEGIS Información y Soluciones, 2017, pág. 

1). En este punto es válido recordar que Glencore y Petrobras eran oferentes, pero, pese a la 

inexperiencia y altos costos propuestos por la primera, Petrobras fue descartado (Foros Semana, 

2016, págs. 2-3). 

Así, en desarrollo de esta llave societaria, aun con Glencore administrando, en 2008 se 

eligió a Chicago Bridge & Iron Company CB&I para desarrollar las actividades de ingeniería, 

compras y construcción en el proyecto, por medio de un contrato de ingeniería, procura y 

construcción (LEGIS Información y Soluciones, 2017, pág. 1). 

En mayo de 2009, sin haber obtenido aún financiación para el proyecto, y basados en un 

evento imprevisto, imprevisible e irresistible, los accionistas Colombian Refinery Holding B.V., 

Jorge Enrique Carvajales, y Margarita Llorente, vendieron su participación del 51% a Andean 
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Chemical Ltd. (empresa del Grupo Ecopetrol), lo cual significó que saliera el Grupo Glencore, y 

que la participación de casi el 100% quedara en manos del Grupo Empresarial Ecopetrol. (Reficar, 

2009, pág. 10). Sin embargo, con ocasión a ello se realizaron nuevos estudios de viabilidad del 

proyecto, ahora bajo responsabilidad de Ecopetrol. 

El 6 de noviembre de 2008 se suscribe un primer contrato de ingeniería, procura y 

construcción con la firma Chicago Bridge & Iron CB&I. Sin embargo, en agosto de 2009 se anexa 

al acuerdo bilateral la participación de CBI Colombiana Ltda., para así poder obtener la 

autorización para iniciar la expansión de la Refinería de Cartagena. Expansión que involucraría la 

suscripción de alrededor de 56 contratos durante el 2009 entre la CB&I y empresas nacionales y 

extranjeras (Reficar, 2009, pág. 11). 

Entre junio y diciembre de 2009 se realizaron actualizaciones a los estudios de rentabilidad, 

según el informe de costos presentado por CB&I y TECHNIP, y también de acuerdo al flujo de 

precios de los crudos que se exigirían en una Refinería expandida y moderna (Reficar, 2009, pág. 

17). 

En diciembre de 2009 finaliza la fase de ingeniería básica o Front End Enginerring Desing 

(FEED), ya que en octubre del mismo año CB&I termina las actividades a su cargo en Estados 

Unidos, y en diciembre, TECHNIP hace lo propio en Italia (Reficar, 2009, pág. 13). Allí se iniciaría 

la fase de ingeniería detallada. 

No obstante, pese a las recomendaciones del CONPES, en 2010 se suscribieron entre 

Reficar y CB&I, dos contratos de ingeniería, procura y construcción, pero bajo la modalidad de 

costos reembolsables, lo cual abrió la brecha para que los sobrecostos fueran asumidos por el 

Estado colombiano (LEGIS Información y Soluciones, 2017, pág. 2). 
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El proyecto en condiciones de project finance fue aprobado en octubre de 2009, por la Junta 

Directiva, por un valor de 3.500 dólares, para el desarrollo de labores de construcción durante tres 

años, iniciando operaciones hacia 2013, e iniciando el repago de capital en enero de 2014, con 10 

años de amortización del capital (Reficar, 2009, pág. 17). 

En noviembre de 2009 se aceptó que la supervisión y control de la ingeniería detallada y 

las compras estuviera a cargo del Consorcio Foster Wheeler Process Consultants Inc., por lo cual, 

esta sociedad quedó posicionada como el Project Management Consultant (PMC) para el proyecto 

(Reficar, 2009, pág. 11 y 14). 

En diciembre de 2009, se modificó estatutariamente el objeto social de la Sociedad, que 

ahora involucraría actividades portuarias y afines, con el fin de encuadrarla como una sociedad 

usuaria industrial de zona franca (Reficar, 2009, págs. 10-11). 

En el año 2014, Reficar y CB&I buscaron mitigar las consecuencias del incumplimiento en 

la ejecución del proyecto, suscribiendo cuatro acuerdos, denominados Memorandum of Agreement 

(MOA) y Project Invoicing Procedure (PIP), que infortunadamente, ocasionaron que el contratista 

incumplido se apropiara de recursos públicos (LEGIS Información y Soluciones, 2017, pág. 2). 

Debido a estos acuerdos se presentaron actos de corrupción graves en la ejecución el 

proyecto, como, por ejemplo: el pago de facturas rechazadas por el supervisor del contrato (Foster 

Wheeler Process Consultants Inc.)por concepto de bienes y servicios no prestados; 

subcontrataciones no autorizadas; gastos suntuosos no atinentes al objeto contractual de 

modernización de la Refinería; costos duplicados; y el pago de equipos no empleados en la 

ejecución (LEGIS Información y Soluciones, 2017, pág. 2). Lo anteriormente expuesto ocasionó 
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que el coso del proyecto fuera “1.5 veces mayor al de la ampliación del Canal de Panamá” (Foros 

Semana, 2016, pág. 2) 

En consecuencia, se configuró un peculado por apropiación avaluado en $610.000.000.000, 

además de incurrir en delitos contra la administración pública, interés indebido en la celebración 

de contratos, enriquecimiento ilícito y falsedad en documentos, que llevarían a imputación de 

cargos a “dos presidentes, un vicepresidente jurídico y un líder del grupo legal de Reficar; un 

vicepresidente ejecutivo del Downstream de Ecopetrol; dos altos ejecutivos de la compañía CB&I, 

y el revisor fiscal de Reficar” (LEGIS Información y Soluciones, 2017, pág. 2). 
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CONCLUSIONES 

Colombia ha acogido como Estado instrumentos internacionales, que además de contribuir 

al desarrollo de la colaboración internacional en favor de la lucha contra de la corrupción, deben 

ser sujetos de una interpretación sistemática con el ordenamiento jurídico interno, a fin de 

establecer con claridad sus efectos e implicaciones en el territorio nacional. 

Así las cosas, instrumentos internacionales como la Convención Interamericana contra la 

Corrupción, de la OEA (1997), la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2005), 

y la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones 

Comerciales Internacionales, de la OCDE (2012), han sido debidamente aprobados y ratificados 

por el Congreso de Colombia. Y en virtud de ellos, fue promulgada la Ley 1778 de 2016 o Ley 

Anti-Soborno, con el fin de idear y poner en marcha un régimen administrativo, cuya fuerza 

preventiva y sancionatoria recaiga sobre las personas jurídicas corruptas, que incurran en la 

comisión de soborno transnacional (Superintendencia de Sociedades, 2016). 

Ahora bien, si se verifica la existencia de una relación entre las sentencias condenatorias 

proferidas en el exterior, y la prevención y sanción por la comisión de conductas punibles 

establecidas en el artículo 31 de la Ley 1778 de 2016, efectivamente podrían establecerse efectos 

jurídicos del derecho extranjero sobre el régimen de incompatibilidades e inhabilidades de la 

contratación estatal colombiana.  

Paralelamente, es válido señalar que, en principio, no existe una fuente concreta de la cual 

se pueda deducir si la inhabilidad establecida en la norma es procedente por sentencia condenatoria 

proferida en el extranjero, o solo en virtud de una providencia devenida del aparato judicial 

colombiano, o a través de providencia nacional que valide la sentencia condenatoria extranjera. 
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En este sentido, las personas que se ven impedidas para contratar, encontrarán afectada su 

capacidad; no podrán de sus intereses particulares en la celebración de negocios jurídicos y 

contratos. De este modo, se entiende que la inhabilidad imposibilita a alguien a celebrar un 

contrato, por motivos constitucionales o legales, mientras que la incompatibilidad radica en la 

imposibilidad de contratar en un tiempo preciso y con la relación a las calidades de la persona 

misma.  

En este orden de ideas, es posible empezar a crear una propuesta de investigación sólida 

teniendo en cuenta aspectos normativos internos y de naturaleza internacional que disponen que 

cada Estado es autónomo de adoptar las medidas necesarias para considerar como delito el soborno 

por parte de funcionarios públicos extranjeros y pertenecientes a organizaciones internacionales 

públicas, y soborno en el escenario privado; o que establecen una regla de cooperación más amplia, 

correspondiente a la “asistencia jurídica”, que involucra la cooperación entre Estados Partes, 

incluso en actuaciones no penales, refiriéndose a las actuaciones contractuales, disciplinarias y 

fiscales (Consejo de Estado, 2015), por medio de la asistencia judicial recíproca; cooperación que 

será apta en investigaciones administrativas en el proceso de contratación. 

Con todo, la Ley 906 de 2004, establece que “las sentencias penales proferidas por 

autoridades de otros países contra extranjeros o nacionales colombianos podrán ejecutarse en 

Colombia a petición formal de las respectivas autoridades extranjeras, formulada por la vía 

diplomática” (artículo 515). Dicha sentencia no debe oponerse a los instrumentos internacionales 

suscritos por Colombia, o a la Carta Magna, o a las leyes nacionales; tampoco debe estar en firme, 

conforme a las disposiciones del país extranjero; no debe haber formulación de acusación 

colombiana, ni sentencia ejecutoriada; y que admita reciprocidad en casos análogos -cuando no 

hayan tratados-. Esa es la base procesal de la ejecución de una sentencia absolutoria o condenatoria, 
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proferida en el extranjero, que según el artículo 17 del Código Penal, (Ley 599 de 2000) tendrá 

valor de cosa juzgada. 

Asimismo, es importante priorizar la Ley 1778 de 2016, que estipula un régimen 

administrativo, cuya fuerza sancionatoria está orientada a las personas jurídicas que incidan en la 

comisión de actos de soborno transnacional, y a las personas naturales que las beneficien, y ajusta 

y complementa el tipo penal de soborno transnacional, previsto en el artículo 433 del Código Penal.  

Un supuesto de la inhabilidad, introducido por dicha Ley, está referido a la declaratoria de 

responsabilidad penal por "cualquiera de las conductas delictivas contempladas por las 

convenciones o tratados de lucha contra la corrupción suscritos y ratificados por Colombia". En 

ese sentido, debe señalarse que no resulta preciso ni explícito si esos delitos son solo los cometidos 

en el país o si pueden haber sido cometidos en el exterior; y así, el artículo 31 de la Ley 1778 de 

2016 no señala con claridad, que la inhabilidad allí prevista se refiera a los delitos contemplados 

en los instrumentos internacionales en favor de lucha contra la corrupción, suscritos y ratificados 

por Colombia, cometidos en el exterior. De ahí que, para desentrañar el sentido de la norma, sea 

válido acudir a múltiples criterios. 

En consecuencia, en razón del principio de territorialidad de la ley, esas conductas delictivas 

deben haberse cometido en el territorio nacional, bien sea por una persona nacional o extranjera, 

tal como prevé el artículo 14 del Código Penal. Sin embargo, es necesario aclarar que en virtud del 

artículo 16, inciso 1 del mismo Código, modificado por el artículo 22 de la Ley 1121 de 2006, que 

regula la figura de la extraterritorialidad, la ley penal colombiana, excepcionalmente, se aplica a 

las personas que cometan en el extranjero, entre otros, delitos contra la administración pública de 

Colombia, circunstancia que no se configura en el caso que se analiza. 

Así las cosas, las herramientas de colaboración internacional incorporados en el derecho 

interno de los Estados, donde, según el principio de territorialidad, el efecto del cumplimiento de 
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las sentencias que se profieren en el extranjero tiene aplicación dentro de su jurisdicción. Sin 

embargo, al existir una figura jurídica sobre la cual reposa la ejecución de sentencias extranjeras 

en el territorio nacional (exequatur), el cumplimiento de una sentencia proferida en el exterior, 

tiene por objetivo la ejecución efectiva de la pena en el territorio nacional y “el traslado de los 

condenados, de acuerdo con una política de intercambio de presos e, inclusive, por razones 

humanitarias” (Consejo de Estado, 2015). 

Es por ello que es totalmente relevante determinar la viabilidad jurídica o no de acudir a las 

sentencias, emitidas por jueces extranjeros, en contra de socios o representantes legales de 

entidades proponentes o contratistas en Colombia, con el objetivo de determinar los efectos de las 

inhabilidades o incompatibilidades correspondientes. Todo lo cual, se hizo a partir de las 

proposiciones doctrinales de Savigny. 

En virtud de lo anterior, es importante analizar el modo en que Savigny trata el concepto de 

ley (como fuente de derecho), permitiendo construir una analogía con pronunciamientos judiciales 

de diferentes tribunales - nacionales o extranjeros- en controversia, que constituirían de igual modo 

una fuente de derecho, y más específicamente para el caso que atañe a esta investigación, con 

ocasión al efecto que trae la adopción de una sentencia judicial, proferida en el exterior, en virtud 

de la comisión de delitos derivados de la ejecución de actos de corrupción en la administración 

pública, específicamente en procesos de contratación estatal. 

Por consiguiente, los conflictos que se suscitan entre leyes -como fuentes de derecho- de 

países diferentes, se han resuelto a partir de la idea de soberanía, excluyendo así el rigor de las 

leyes extranjeras y limitando el derecho nacional a los límites de su jurisdicción. Sin embargo, que 

un Estado se desarrolle de tal manera, no solo desconoce la capacidad de su par extranjero, sino 

que se impone la exclusividad de la aplicación del derecho nacional. Así sucedería con los 

pronunciamientos judiciales, en aquellos escenarios en que los casos decididos en los tribunales 
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comprometen la integridad del derecho transnacional, ya que excluir del territorio de un Estado la 

aplicación de sentencias judiciales proferidas en el exterior conduciría al desconocimiento mismo 

de la comunidad jurídica entre los pueblos de Savigny, y a limitar la capacidad de las naciones 

extranjeras. 

De este modo, las sentencias judiciales proferidas en el exterior, en el caso de ser el derecho 

más acertado a la naturaleza del caso mismo de corrupción transnacional en la contratación pública, 

tienen la conexión de la que habla Savigny, y ello derivaría en su aplicabilidad en el ordenamiento 

jurídico nacional. 

Así que, hablando de la norma en conflicto y la norma aplicable, según la teoría de Savigny, 

es posible realizar una adecuación epistemológica, desde la perspectiva de la ley y la jurisprudencia 

como fuentes del derecho, para concluir lo siguiente: un fallo judicial en conflicto podría 

determinar si una sentencia nacional o una proferida en el exterior ha de ser aplicable al caso, aún 

sobre la rigurosidad de un Estado en su soberanía; aplicándose siempre la que más se adecúe a la 

naturaleza de la relación jurídica, en un vínculo más estrecho. 

Y tratando los vínculos, vale la pena resaltar lo que Savigny llamaba puntos de conexión, 

de ahí que, para efectos de esta monografía, fue posible determinar el margen de aplicación de 

sentencias proferidas en el exterior, en el territorio nacional. Así, es válido señalar que el punto de 

conexión abierto o flexible se refiere a la conexión más favorable, o a la de vínculo más estrecho, 

entre la relación jurídica que acaece y un territorio determinado; allí, el problema no encuentra 

solución, quedando el operador judicial con toda la discrecionalidad en el caso, pudiendo traer 

efectos al ordenamiento nacional, de una sentencia proferida en el exterior, que constituya el 

derecho más adecuado. Por su parte, si hay un punto de conexión cerrado o rígido, que es 

determinado con precisión por la soberanía de un Estado, le es imposible al operador judicial entrar 

a decidir conforme a su análisis de conservación de una comunidad de derecho. 
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De este modo, las sentencias judiciales proferidas en el exterior, en el caso de ser el derecho 

más acertado a la naturaleza del caso mismo de corrupción transnacional en la contratación pública, 

tienen la conexión de la que habla Savigny, y ello derivaría en su aplicabilidad en el ordenamiento 

jurídico nacional. 

En consecuencia, al finalizar el proceso de investigación para esta monografía se determinó 

que no se encuentra asidero jurídico en norma, jurisprudencia o convenio ratificado por Colombia 

que señale que las sentencias dictadas desde la administración de justicia de un Estado extranjero 

tienen efectos jurídicos vinculantes y directos con el régimen colombiano de incompatibilidades e 

inhabilidades; y que si bien es cierto, la Ley 1778 de 2016, modifica el artículo 8, literal j, de la 

Ley 80 de 1993, la misma, no manifiesta ni precisa los alcances de las sentencias penales dictadas 

por otros Estados. 

Así, el carácter riguroso de las inhabilidades e incompatibilidades, como normas de orden 

público, genera un efecto de blindaje de la seguridad jurídica, en virtud del cual no se configuraría 

inhabilidad o incompatibilidad alguna para contratar con el Estado cuando ha existido condena en 

el exterior. 

Sin embargo, a partir del análisis teórico y metodológico realizado, pudo establecerse que 

si bien normativamente no se contempla, la esencia de la jurisprudencia como fuente de derecho 

implica la aplicación jurídica más adecuada al conflicto, desde una comunidad internacional de 

cooperación en la prevención y sanción de la corrupción, por tanto, los efectos de las sentencias 

proferidas en el exterior podrían tener efectos jurídicos en el derecho interno relativo al régimen 

colombiano de incompatibilidades e inhabilidades de la contratación estatal. 

De este modo, hay tanto una inhabilidad como una incompatibilidad para contratar con el 

Estado colombiano por existencia de una condena en el exterior. Y respecto a personas 



58 
 

colombianas, naturales o jurídicas, condenadas en territorio nacional o en el extranjero, a causa de 

haber incurrido en la comisión de hechos ilícitos, calificados como delitos contra la administración 

pública colombiana, o por el delito de soborno transnacional, estas están efectivamente impedidas 

para proponer y contratar con entidades del Estado colombiano. 

En suma, fue posible corroborar la hipótesis propuesta a través del análisis de la 

información, y del estudio de caso referente a dos contratos estatales, que contribuyó al desarrollo 

de esta monografía: Corporación Autónoma Regional del Magdalena (Cormagdalena) - Navelena 

S.A.S.; y Refinería de Cartagena (Reficar) - Chicago Bridge & Iron (CB&I). 

De este modo, ya que existe una relación entre las sentencias condenatorias proferidas en 

el exterior, y la prevención y sanción por la comisión de conductas punibles establecidas en el 

artículo 31 de la ley 1778 de 2016, entonces pueden establecerse claros efectos jurídicos del 

derecho extranjero sobre el régimen de incompatibilidades e inhabilidades de la contratación estatal 

colombiana. 

Con base en lo anterior, puede establecerse a partir de la jurisprudencia un catalizador al 

conflicto, desde una comunidad internacional de cooperación en la prevención y sanción de la 

corrupción; así, los efectos de las sentencias proferidas en el exterior pueden tener efectos jurídicos 

en el derecho interno relativo al régimen colombiano de incompatibilidades e inhabilidades de la 

contratación estatal. En consecuencia, existe inhabilidad e incompatibilidad para contratar con el 

Estado colombiano por existencia de una condena en el exterior, además del impedimento legítimo 

para proponer y contratar, devenido de aquellas personas colombianas, naturales o jurídicas, 

condenadas en territorio nacional o en el extranjero, a causa de haber incurrido en la comisión de 

hechos ilícitos, calificados como delitos contra la administración pública colombiana, o por el 

delito de soborno transnacional. 
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